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        Introducción


        El artículo 50 de la Constitución de 1857 disponía que las funciones normativas de la Federación eran la legislativa, la ejecutiva y la judicial y, conforme al artículo 90, esta última se ejercía por el Poder Judicial de la Federación por medio de la Suprema Corte de Justicia y los tribunales de Circuito y de Distrito. Originariamente la Corte se compuso de 11 ministros propietarios y cuatro supernumerarios electos democráticamente (art. 91), además de un fiscal y un procurador general. Mediante las reformas constitucionales del 22 de mayo de 1900, el número de ministros aumentó a 15, se suprimió la calidad de supernumerarios, se abrió la posibilidad de que la Corte funcionara en pleno o en salas (art. 91), se eliminó la figura del fiscal, se dispuso que el Ministerio Público formaría un cuerpo independiente de la Corte y que sus miembros y el procurador general de la República serían nombrados por el Presidente de la República (art. 96).1 El artículo 96 de la Constitución de 1857 dispuso que la ley establecería y organizaría los tribunales de Circuito y de Distrito, y mediante la citada reforma de mayo de 1900, sus titulares serían nombrados por el Ejecutivo federal. Con base en esas disposiciones constitucionales, entre 1900 y 1910 se emitieron cuatro ordenamientos para regular el Poder Judicial de la Federación: el Título Preliminar del Código de Procedimientos Federales del 3 de octubre de 1900, el Reglamento Interior de la Suprema Corte del 20 de abril de 1901, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 16 de diciembre de 1908 y el Reglamento Interior del 25 de mayo de 1909. Con base en estas disposiciones se formularon diversas críticas a la manera en que la impartición de justicia federal se realizaba en el Porfiriato.


        Para muchos, el mal funcionamiento provenía de la subordinación de los juzgadores a Díaz, a sus secretarios, a las élites nacionales o extranjeras, al “amiguismo” o a ciertos litigantes. Este tipo de señalamientos tienen en común la “identificación” de uno o más sujetos como generadores, si no de todos, sí de buena parte de los males de la justicia nacional. Además de a Díaz, y como más adelante lo expondré, el papel de controladores o lobistas, por decirlo en lenguaje actual, se le asignaba a los litigantes de alto estatus, a los amigos de los jueces, a los gobernadores o jefes políticos, a diputados o senadores, a Íñigo Noriega y a un etcétera más o menos extenso. No cuestiono ahora si en diversos o hasta en muchos casos tales personajes ejercieron su influencia; más aún, es aceptable suponer que parte de la mala actuación de la justicia obedecía a la mecánica del Porfiriato, al actuar como corruptor de quienes, por seguir con la metáfora, actualizaban la maquinaria del régimen.


        Para quienes partieron de este tipo de entendimientos, la percepción del actuar de la justicia porfirista podría ser más o menos la siguiente: como los miembros de las élites porfiristas influenciaban impunemente a los juzgadores, la impartición de justicia funcionaba mal. Lo grave de este diagnóstico no es que fuera totalmente incorrecto, sino que es sumamente incompleto. No alcanza para explicar el funcionamiento de la impartición de justicia en el Porfiriato, ni siquiera la generalizada percepción de su “mal funcionamiento”.


        Las críticas expresadas en la primera década del siglo XX, lo fueron de dos maneras. Por una parte, quienes eran proclives al régimen sostenían que el deficiente funcionamiento del “aparato” de justicia prácticamente era una variable independiente del sistema político imperante. La justicia funcionaba mal per se y debía cuestionarse a partir de condiciones de realización que poco tenían que ver con el régimen. Una cosa era Porfirio Díaz en su grandeza y otra muy distinta el apartado de justicia, que operaba más allá del gobierno que él encabezaba. Es más, con independencia del General. Así, Jorge Vera Estañol sostenía en 1902 en su colaboración “Evolución jurídica” en el libro colectivo México. Su evolución social, lo siguiente:


        Cuando el alto tribunal [Suprema Corte] que resuelva esas contiendas del individuo contra el Estado pueda ser substraido a las fluctuaciones de la política, cuando esté formado de magistrados inamovibles y responsables, se habrá logrado un equilibro estable entre los dos intereses, opuestos en apariencia y en el fondo complementarios, equilibro que se encierra en esta fórmula sencilla: la disciplina a la ley.2


        Manuel Calero atacaba en su opúsculo Cuestiones electorales de 1908 las tesis favorables a la elección popular de los miembros de la magistratura:3


        La simple idea de una lucha apasionada —como son siempre las luchas electorales— entre dos ó más hombres que aspiran á un sitial en el Tribunal Supremo de la República, repugna á la conciencia; y, sin embargo, si no hay lucha electoral, si no hay competencia entre dos ó más candidatos, no habrá elección, porque los ciudadanos no tendrán ningún interés en votar. Una elección no es posible si no se promulgan ruidosamente los nombres de los aspirantes, y si los ciudadanos no se apasionan por el triunfo de alguno de ellos.4


        A partir de aquí concluía Calero:


        Mas si nuestras preocupaciones son, por ahora, tales que nos impiden adoptar el sistema de que los Ministros de la Corte Suprema sean inamovibles y deban su investidura al nombramiento, conservemos, á título de transacción, el sistema de elección indirecta, no obstante que está definitivamente condenado cuando se pretende aplicar á la elección de funcionarios de carácter político [...] Busquemos, pues, otra forma de elección indirecta para salvar estas dificultades. Me parece que es de recomendarse que los Ministros de la Corte Suprema sean elegidos por un Gran Colegio electoral, formado por los miembros de ambas Cámaras de la Unión.5


        Ricardo García Granados escribía en 1909 en su folleto El problema de la organización política de México:


        Los vicios que se derivan de esa contradicción entre la ley escrita y las prácticas políticas, y el despotismo que es su consecuencia, no se pueden ocultar. Tales son el desprestigio de la ley, la adulación, el éxito político de los más audaces e intrigantes, por ineptos o viciosos que sean, la debilitación del sentimiento de dignidad personal, la venalidad de la justicia y la desconfianza de los ciudadanos en sus propios esfuerzos, que destruye por su base al sistema democrático perjudicando también a la actividad económica que mientras más libre es más productiva. Un buen gobernante como el general Díaz, puede mitigar esos vicios, pero jamás eliminarlos por completo, puesto que constituyen un mal orgánico.6


        Rabasa lo asentaba de manera semejante pocos años después:


        La verdad, pues, de nuestra Constitución positiva, a diferencia del texto de la literal, es que los ministros de la Corte son nombrados por el Ejecutivo para un periodo corto [...]. Con el sistema a que nos ha conducido este error constitucional (la elección de los ministros por votación), la independencia de la magistratura es imposible, y la del magistrado es rara, porque tiene que descansar en condiciones excepcionales en el hombre...7


        Por otro lado, para los opositores los males eran distintos y mayores. La justicia, retomando el lenguaje antes utilizado, era una variable dependiente del régimen y, por lo mismo, responsabilidad de Díaz por la omnipotencia que se le atribuía. Como Díaz lo podía todo y la justicia funcionaba mal, Díaz era responsable de ella. Madero lo enunció así en La sucesión presidencial en 1910:8


        De esa manera, prácticamente se ha centralizado el poder y concentrado todo en manos del General Díaz, pues desde el momento en que los gobernadores deben á él su puesto, así como las autoridades inferiores, hacen las elecciones á su gusto y para la elección de Diputados, Senadores, Magistrados, etc., sólo se consulta su opinión.9


        Concluía así Madero:


        en cuanto a la Administración de Justicia, está tan corrompida, que para fallarse cualquier litigio de importancia, se toma en consideración, no la justicia de su causa, sino la influencia de los litigantes, resultando que la hebra siempre se revienta por los más delgado, como vulgarmente se dice, así es que la Administración de Justicia, en vez de servir para proteger al débil contra el fuerte, sirve más bien para dar forma legal a los despojos verificados por éste.10


        Un año después, Andrés Molina Enríquez expresaba la misma posición en términos aún más directos en su importante libro Los grandes problemas nacionales:


        Díaz ha abrogado, aunque indirectamente, las prerrogativas del Poder Judicial, eligiendo él, o por los funcionarios que de él dependen, a todos los funcionarios judiciales de la Federación, haciendo que los gobernadores hagan lo mismo en los Estados, y aun interviniendo, en casos especiales, directamente en el fallo de los jueces, cosa que los gobernadores hacen también en sus respectivos Estados.11


        En un artículo conocido y feroz (“El segundo capítulo de cargos concretos”) publicado en El Partido Democrático el 30 de octubre de 1909, Luis Cabrera examinó la importancia de la titularidad y el funcionamiento de los puestos públicos en el gobierno de Díaz. Respecto de la Suprema Corte, afirmó:


        Nos abstenemos de analizar los puestos de Ministros de la Suprema Corte porque habiendo quedado reducido éste Tribunal a la categoría de una dependencia de la Secretaría de Justicia, esos puestos no son ya los prestigiados cargos de antes, sino que quedan convertidos humildemente a la clase de los que se piden y se obtienen más o menos como los demás ascensos en la escala de la judicatura.12


        Siguiendo la misma línea de argumentación de Cabrera, diversos autores encontraron que la actuación de los tribunales estaba estrechamente relacionada con lo que dio en llamarse la “mecánica porfirista”. Es decir, los males de los tribunales radicaban en su falta de independencia y ésta, a su vez, estaba motivada por alguna de las siguientes cinco causas concretas: primera, Díaz mismo; segunda, los científicos; tercera, las élites y sus abogados; cuarta, los jefes políticos, y quinta, las condiciones de corrupción generalizadas vividas en el país. Expongo algunos ejemplos de cada una de ellas. De la primera causa lo dieron Alfredo Breceda en su México revolucionario, al señalar la subordinación de la magistratura al dictador,13 y José López-Portillo y Rojas al señalar en su Elevación y caída de Porfirio Díaz, que éste designaba a los ministros y mandaba la lista a la Cámara para que la aprobara y directamente nombraba a jueces y magistrados.14 En cuanto a la segunda posibilidad, Antonio Manero sostenía en un trabajo publicado en 1911 que el descrédito de la impartición de justicia derivaba de la manera como la “aristocracia científica” controlaba los tribunales.15 De la tercera causa concreta habla Molina Enríquez en su Esbozo de la historia de los primeros diez años de la Revolución agraria de México (1910-1920), al considerar la enorme y corruptora importancia de los abogados en el manejo de los tribunales, así como la opresión generada en el pueblo por y desde el Derecho.16 Ejemplo de la cuarta causa es el libro México bárbaro de John Kenneth Turner, en tanto sostiene que el sistema político mexicano era “el sistema de Díaz”, es decir, una forma de gobierno absolutista en la que él era la piedra angular gracias a la fuerza militar, al fraude electoral y al control de la prensa.17 Ejemplo de la última causa concreta (las condiciones de corrupción generalizadas vividas en el país) la encontramos en una obra de José R. del Castillo publicada en 1915:


        Cuando el incondicionalismo hizo su aparición, los fueros de la Corte comenzaron a mermarse a tal grado, que en sus postrimerías vinieron a ser casi nulos [...]. La Corte vino decayendo día por día, falta de independencia, de soberanía y de libertad de acción; y fue una de las principales causantes de su apocamiento la calidad y condición de los hombres que paulatinamente iban ocupando aquellos sillones de ministros augustos de la Justicia federal.18


        Muchas de las críticas que acabamos de transcribir u otras de las que podríamos echar mano han sido confirmadas por la historiografía general del Porfiriato y de la Revolución.19 Sin embargo, ¿a qué obedecía el malestar vivido entre 1900 y 1910 en materia de justicia? ¿En realidad todo el problema derivaba de los modos de designación de los juzgadores, a las intervenciones del general Díaz o de los correspondientes gobernadores en la designación de ministros, magistrados o jueces, o a su influencia en el dictado de ciertas resoluciones judiciales? ¿No se trataba en realidad de una crítica más profunda al modo como la “justicia” estaba tolerando la distribución o asignación de “bienes” (lato sensu) o, al menos, reproduciendo un cierto estado de cosas? O, por el contrario, ¿no se trataba de una crítica muy ingenua en cuanto al modo en el que a partir de ciertos cambios orgánicos podría mejorarse lo que de suyo funcionaba mal?


        Para identificar estos elementos puede ser más ilustrativo considerar, por una parte, el tipo de críticas emitidas en los años finales del Porfiriato y el tipo de soluciones intentadas y pensadas para remediar los males que, se supondría, enfrentaban y trataban de resolver los hombres de ese tiempo. ¿Se trataba sólo de frenar la irrupción política en las condiciones “orgánico-procesales” del aparato de justicia? ¿Se querían resolver sólo los supuestos concretos de afectación a la independencia judicial al momento del nombramiento? ¿Se buscaba cuestionar la incapacidad del aparato judicial para transformar las condiciones materiales existentes del modelo ideal (“justo”) considerado presente en diversas normas jurídicas —resultantes del imaginario político y social de la época— y, por lo mismo, exigible a partir de la actuación de los órganos de impartición de justicia?


        En diversos documentos producidos entre 1900 y 1910, actores individuales y colectivos criticaron el modo como se concebía la “justicia porfiriana” y propusieron diversas soluciones para cambiar la situación prevaleciente. En el número 1 de Regeneración. Periódico Jurídico Independiente, del 7 de agosto de 1900, los hermanos Flores Magón precisaron el objetivo originario de la publicación:20 “(...) ayudaremos con todas nuestra fuerzas, y pese a quien le pesare, a todos aquellos que en lugar de recibir justicia de las autoridades judiciales, hayan recibido, con mengua del Derecho y de la moral, la vergüenza de una derrota injusta”.21 Partiendo de ahí, externaron las siguientes críticas al sistema judicial en su conjunto:


        Los actos buenos, aquellos que estén arreglados a los preceptos de la justicia, los aplaudiremos; pero aquellos que haciendo a un lado la verdad, y que desquiciando las fórmulas severas de la justicia, sólo sean el producto malsano del voluntarioso capricho de los miembros del Poder Judicial, serán objeto de nuestros ataques. Bien comprendemos que a los miembros podridos de la Administración de Justicia, a aquellos para quienes su investidura no es más que la venda que oculta sus llagas o el pretexto de incalificables violaciones; para aquellos que amurallados en su investidura, sólo les sirve para dar a sus crímenes una forma más o menos justificada, con detrimento de las garantías individuales; para aquellos que su nombramiento de juez o de magistrado les sirve de escudo para el ejercicio de sus asquerosas venganzas, para esos, nuestra publicación será vista con odio, y algunos de ellos, al sólo anuncio de Regeneración han sentido arder sus iras como el malhechor al sólo olfato de la policía.22


        Resulta evidente que esta crítica a la justicia porfiriana, así como prácticamente la totalidad de las formuladas en los primeros años del movimiento originariamente liberal y más tarde “magonista”,23 se dirigían al aparato de administración de justicia, que no a “la justicia” misma.24 La crítica se reducía a lo que hacían los juzgadores desde su posición burocrática, al modo como desahogaban desde su mediocridad los litigios que eran sometidos a su conocimiento, sin atacar en modo alguno la manera como los juzgadores debían afectar las malas condiciones sociales imperantes, i.e., las condiciones externas a su propio quehacer. Esta manera de ver las cosas contrasta con lo publicado en el mismo Regeneración con motivo de su primer aniversario, tanto por el tono mucho más duro y directo como por el contenido: se lee una crítica a los así considerados logros del régimen, especialmente al llamado “progreso material” en la forma de ferrocarriles, comercio, caminos, impuestos, etcétera. En un párrafo que identifica bien el origen de los males, se expuso:


        Nuestra patria sufre el más brutal de los despotismos. Su maltrecha soberanía descansa sobre millones de analfabetos, de traidores, de conservadores, de serviles y de abyectos. Su dignidad se encuentra cohibida ante el tosco sable del militarismo y su felicidad obscurecida por tanta odiosa sotana aliada a la dictadura. Protestamos ante la nación no desviarnos de nuestro camino e invitamos a todos los liberales a trabajar hasta donde las fuerzas nos lo permitan por la felicidad de la patria, vinculada en la restauración de los principios liberales, en la restauración del republicanismo, que para la democracia son la síntesis de su generación.25


        La comparación entre los dos documentos de Regeneración muestran dos acepciones de la expresión “justicia”. En el de 1900 es puramente interna o procesal, pues parecería suficiente que cambiaran las cosas en la impartición de justicia para que la situación general se modificara y se lograra una situación social “más justa”; en el de 1901 las cosas eran diferentes, pues ante el cambio de las condiciones prevalecientes tenían que darse cambios más allá del aparato o sistema encargado de su impartición. El contenido de este segundo trabajo constituirá un rasgo distintivo del “magonismo”, pero también el inicio de la discusión sobre los alcances de la justicia en los principales pronunciamientos de la época. Consideremos algunos de ellos.


        El 5 de febrero de 1901 se iniciaron en San Luis Potosí las labores del Congreso Liberal. El 11 del mismo mes se tomaron diversas “resoluciones”, de entre las que destacan, en lo concerniente a la organización del Partido Liberal, “el respeto y exacta observancia de las leyes”, “el restablecimiento de la honradez política en los funcionarios públicos” y las “medidas encaminadas a obtener estricta justicia en el país”. En éstas se propuso abrir una especie de acción popular contra los “funcionarios despóticos”, atender preferentemente a la administración de justicia a partir de la creación de “comisiones de salud pública” y publicar en la prensa las denuncias fundadas contra los funcionarios (38a. a 40a.). Más específicamente, se propuso la adición del siguiente artículo al Código Federal de Procedimientos Civiles: “La autoridad que haya dado motivo para que en su contra se dicten cinco ejecutorias por violación de garantías individuales, quedará, por ese solo hecho suspensa en su cargo y sometida al juicio de responsabilidad” (41a.). También se propuso incorporar la siguiente fracción al artículo 20 constitucional: “En todo juicio criminal el acusado tendrá las siguientes garantías: IV. Que sea tenido por inocente mientras no se le pruebe que cometió el delito que se le imputa y que él lo perpetró. Si tal sucede, esto es, si evidentemente se comprueba la violación de la ley penal por el procesado, se presumirá que obró con dolo, á no ser que se averigüe lo contrario, ó que la ley exija la intención dolosa para que haya delito” (43a.).26


        En el Manifiesto del Club Liberal Ponciano Arriaga del 27 de febrero de 1903, se hablaba de la necesidad de hacer resurgir las instituciones establecidas por los constituyentes de 1857. Asimismo, se declaraba que era necesario lograr la libertad individual, que no existía debido a la explotación enorme a que estaba sometida la mayoría de la población a manos de los altos funcionarios, los ricos, los militares, el clero y los extranjeros. Se hablaba también de la necesidad de restablecer la rectitud judicial y lograr que todos los sujetos, en particular el fraile, el tirano y el militar, quedaran sujetos “a la barra de la justicia”.27 De manera específica se afirmó que la rectitud de la justicia estaba en entredicho, dado que “en la mayoría de los casos triunfa el acaudalado, triunfa el poderoso, triunfa el extranjero y triunfa el clero”.


        El 11 de abril del mismo 1903, los integrantes del recientemente fundado Club Redención, decidieron publicar un Manifiesto a la Nación de cara a las elecciones que habrían de celebrarse el año siguiente, específicamente para impedir una nueva reelección de Díaz. En lo que aquí interesa, las tesis principales de este documento consistían en señalar que el propio Díaz había despedazado la Constitución después de haber asaltado la Presidencia de la República; “que la administración de justicia se encuentra corrompida en el país, porque los jueces no son nombrados por el pueblo, sino por el Gobierno, que los busca dóciles á la consigna, al cohecho o á la chicana” y que el Poder Judicial, al encontrarse encerrado en las manos del propio Díaz, “antes que la ley tiene presente la consigna del Dictador”.28


        Tres años después, en el famoso Plan del Partido Liberal del 1 de julio de 1906, se hicieron dos propuestas en relación directa con la justicia: la supresión de los tribunales militares en tiempos de paz (punto 9) y “hacer práctico el juicio de amparo, simplificando los procedimientos” (punto 41). Como se sabe, se postuló además un amplio programa de reformas político-electorales, mejoramiento y fomento de la instrucción, regulación migratoria, limitaciones a la actividad del clero católico, relaciones trabajo-capital, reparto y aprovechamiento de tierras e impuestos, primordialmente, como respuesta a la seriedad de la crisis socioeconómica que se vivía.29 En el Manifiesto final se dijo:30 “desaparecerá de los tribunales de justicia esa venalidad asquerosa que hoy los caracteriza, porque ya no habrá dictadura que haga vestir la toga a lacayos, sino pueblo que designará con sus votos a los que deban administrar justicia, y porque la responsabilidad de los funcionarios no será un mito en la futura democracia”.31


        En las propuestas de los partidos constituidos para participar en las elecciones que habrían de celebrarse en 1910, también fue mucho lo que se criticó a la justicia. Con independencia de sus orígenes e intenciones,32 el Partido Democrático señalaba en su Programa del 20 de enero de 1909 el “respeto a la libertad y a la vida del hombre”, mismo que comprendía una serie de reformas constitucionales y legales en materia del debido proceso penal, entre ellas la “moralización de la justicia” para dotar a los tribunales de respetabilidad e independencia y lograr que las designaciones judiciales fueren hechas por el Congreso y nunca por el Presidente. El Partido Nacional Anti-Reeleccionista, aludió al tema de la justicia en el Manifiesto dado a conocer en Yucatán el 30 de junio de 1909:


        La centralización del poder absoluto, fortalecido hábilmente por medio de los nombramientos indefinidos de los diputados, senadores y magistrados, por la elección de caciques y gobernadores y de los jefes políticos, y la anulación absoluta de los municipios, ha privado por completo al pueblo de toda injerencia en los negocios públicos, alejándolo de tal manera de la práctica de sus derechos, que ha llegado a considerar como cosa inútil y hasta indecorosa el ocuparse de la política, y convertido en ridícula, la palabra patriotismo.


        Al constituirse el 9 de julio de 1911 el Partido Nacional Anti-Reeleccionista como “Constitucional Progresista”, incorporó tres cláusulas pertinentes al tema que venimos tratando:


        I. Reformas a la organización de los tribunales federales y especialmente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con el objeto de facilitar el buen despacho de los negocios. II. Reformar las leyes de procedimientos en materia civil y penal, a fin de hacer más expedito el despacho de los negocios en materia civil y dar mayores garantías a la libertad individual. III. Restablecimiento del juicio de amparo en materia civil en toda su amplitud, anteriormente restringida para servir a los intereses de la tiranía.


        ¿Qué tienen en común los idearios de estos partidos políticos? Primero, que el mejoramiento de la justicia tenía que darse como consecuencia de los cambios que se hicieran a la impartición de justicia y, de manera más particular, a la condición de independencia de quienes debían impartirla; segundo, la falta de vinculación entre la administración de justicia y la “justa” transformación de la realidad socioeconómica (trabajadores y campesinos) o política (elecciones).33 Exceptuando las “magonistas”, las críticas que desde los planes y programas políticos se hicieron a la justicia, en realidad eran a la impartición de justicia y, por lo mismo, su horizonte estaba limitado a lograr el mejoramiento de sus condiciones de operación dentro de su propia lógica. Los partidos que se oponían a Díaz y a su régimen no alcanzaron a ir más allá de las condiciones de operación del aparato de justicia; su horizonte crítico terminó imaginando el modo como debía lograrse su “correcto funcionamiento”, sin imaginar la posibilidad de un “funcionamiento diferente” o, lo que es más, la asignación de tareas diversas a las que habían venido realizando en el seno, por decirlo así, de una determinada lógica orgánico-procesal.34


        Lo hasta aquí relatado demuestra que buena parte de las élites que de una u otra forma se enfrentaron a Díaz mediante el proceso democrático-electoral,35 consideraba que la “justicia” estaba mal porque los órganos encargados de impartirla no funcionaban conforme a los entendimientos canónicos relacionados con la autonomía inherente a la función y la independencia de sus titulares. Por lo mismo, la corrección de tales males habría de producir un adecuado funcionamiento de la justicia en sí misma considerada y otros mecanismos jurídicos pero, sobre todo, sociales, como podría lograr la realización de una “justicia material” en favor de quienes menos tenían o, de modo más general, pudieran considerarse desaventajados.36


        Las limitantes de la explicación “personalista”, suponía (y sigue suponiendo) que en todo acontecer humano no fácilmente explicable, siempre hay un “alguien” que determina las conductas de otros. Por lo mismo, supone que el análisis de las situaciones que se quieran comprender necesariamente pasa por la identificación de personajes e intenciones. El caso de la justicia porfirista no fue la excepción. Sin embargo, para tratar de entender cómo operaba la justicia en lo que todavía con cierta generalidad vengo designando como Porfiriato, es necesario trascender este tipo de explicaciones francamente conspiratorias. También es preciso no caer en los intentos puramente normativistas que tanto consuelan a los abogados, pues en el mejor de los casos y siempre que el estudio llegare a ser cabal, se limitaría a identificar las normas mediante las cuales los órganos de justicia “debieran” actuar pero, en modo alguno, sus condiciones de operación, sus prácticas o supuestos de producción normativa ni las condicionantes que sobre éstas recaían. Para superar esas limitaciones es preciso responder un número mucho más amplio de cuestiones que, si bien es cierto tienen que estar en relación con la normatividad mediante la cual actúa todo órgano jurídico y se significa toda acción vinculada con el Derecho, no pueden limitarse a dar cuenta sólo de las normas jurídicas y sus sentidos.


        Por el contrario, es necesario responder preguntas como las siguientes: ¿quiénes actuaban en el ámbito de la justicia?, ¿cómo lo hacían y para que lo hacían? Sin embargo y por sencillo que resulte enunciarlo, debe introducirse una serie más extensa de información. A mi juicio, es preciso entender cosas tales como quiénes eran los juzgadores, de dónde procedían, cómo obtenían sus cargos, qué tipo de leyes aplicaban y en qué procesos, qué conflictos resolvían y cuáles no, qué efectos tenían sus resoluciones y para qué y para quiénes, quiénes accedían a la justicia, quiénes y por qué no accedían a ella, qué representación social había de la justicia, qué criterios sustentaban y cómo afectaban casos futuros, qué presencia generaban los órganos de justicia, qué símbolos la sustentaban y cuáles otros eran el producto de su actuar, por ejemplo.


        La respuesta a estas preguntas supone varias cosas. En primer lugar, dividir el estudio en partes para enfrentar cada tema por separado. Aun cuando este proceder analítico no es del todo compatible con la narración cronológica normalmente utilizada en los textos de historia del Derecho, considero es la única vía para descomponer los distintos problemas. En segundo lugar, supone tener que echar mano de fuentes a pesar de que en un primer momento parecieran no tener gran relación con lo que tradicionalmente suele considerarse como “lo jurídico”. Así, por ejemplo, conocer la distribución de las vías férreas o los caminos troncales no es un tema relacionado directamente con el Derecho, a menos claro está que se trate de averiguar las condiciones reales de acceso de la población a los juzgados o tribunales del país. En tercer lugar, y debido precisamente a la pluralidad de información, es preciso también utilizar diversas metodologías. El planteamiento de distintos problemas y el consiguiente uso de distintas fuentes exige el uso de métodos mediante las cuales sean identificables y ordenables pero, primordialmente, comprensibles.


        Con todo y que la descripción acabada de hacer sobre el modo de enfrentar el problema objeto de este libro me parece correcta, encuentro un problema en el tratamiento que desde ahora quiero advertir. Es el que tiene que ver con la aparente dispersión del análisis, producido tanto por las diversas subdivisiones en los objetos de estudio, como en los métodos para analizarlos. Este riesgo es sin embargo superable, si se piensa que la única afectación es a la continuidad de la lectura narrativa tradicional. A final de cuentas, lo que estructura y le da sentido al trabajo que aquí presento es la hipótesis enunciada en los párrafos precedentes: el mal funcionamiento de la justicia durante el Porfiriato tiene su origen en una serie de factores que van más allá de las actuaciones de ciertos y prominentes porfirianos. Considero que la demostración de esta hipótesis termina integrando el trabajo.


        Por claridad, hago unas breves y finales acotaciones; en cuanto al objeto de estudio, tres. Primera y algo obvia a estas alturas, que cuando hable de “justicia”, únicamente voy a referirme a la “impartición de justicia”, es decir, al conjunto de instituciones establecidas para permitir la resolución de cierto tipo de conflictos sociales mediante la realización de las condiciones propias del proceso de que se trate (amparo, civil, penal, etcétera). Segunda, que aun cuando hable de Porfiriato, mi objeto de atención serán los años que van de 1900 a 1910. Tercera, que el análisis hecho a partir de los dos supuestos anteriores únicamente comprenderá a los órganos federales de impartición de justicia, es decir, a los que componían el Poder Judicial de la Federación (Suprema Corte, tribunales unitarios de Circuito y juzgados de Distrito). En cuanto al enfoque, dos. En primer lugar y como decía O’Gorman, no pretendo regañar a los muertos, sino tratar de formular las explicaciones que ellos no pudieron o no quisieron darse.37 En segundo lugar, no trato de sustituir los datos “duros”, como suele decirse, por datos presentes, sino trabajar exclusivamente con aquellos hechos que fueron producidos en aquellos años. Esta última condicionante abre un interesante y amplísimo margen en tanto los datos identificados en las condiciones apuntadas bien pueden ordenarse a partir de categorías presentes. Es decir, me parece posible introducir categorías “modernas” (que, desde luego, no estaban en uso en los momentos en los que se dieron los hechos a explicar) para explicar las situaciones que entonces se dieron. La cuestión central de este ejercicio concierne a la dimensión explicativa: como se trata de averiguar la posibilidad de explicaciones alternativas a las que en su momento se produjeron, los datos de base deben ser considerados desde otra perspectiva.
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          31 Es importante notar el cambio de tono y de objetivos en los diversos documentos que hemos analizado. Específicamente, la manera como progresivamente se desvinculan la impartición de justicia y “la justicia”. Ello puede deberse al hecho de que, en un primer momento, la primera pudo haber sido el objetivo primordial en una situación en la que resultaba difícil suponer la apertura de un flanco político limitado a la realización de cambios al modelo (Sobre la génesis y el alcance del Manifiesto y del Plan, cfr. D. Cosío Villegas, Historia moderna de México. El Porfiriato. La vida política interior, segunda parte, México, Hermes, 1972, pp. 700-704, y F.-X. Guerra, op. cit., t. II, pp. 30 y 49-55 y 77, respectivamente). Pudo haberse pensado que los jueces y su racionalidad profesional y más neutra que la política, pudieran introducir cambios acotados y parciales pero, a fin de cuentas, diversos a la omnipresente. Al no haberse logrado avanzar en ese sentido, la crítica hacia el todo se volvió indispensable. Los cambios no podían ser de la porción del régimen que, identificada con él, se limitaba a darle a cada quien lo que el propio régimen determinaba mediante sus leyes y demás disposiciones generales. Lo importante era entonces cambiar las condiciones mismas de vida a efecto de hacer “justicia” (aun cuando emitido en 1911, en el Manifiesto a todos los Trabajadores del Mundo firmado por los hermanos Flores Magón, Librado Rivera y Anselmo L. Figueroa, se incrementó la línea radical a que me he referido. Al respecto, cfr. C. Illades, Las otras ideas. El primer socialismo en México 1850-1935, México, Universidad Autónoma Metropolitana/Era, 2008, pp. 257-258). Es decir, lograr una nueva y por completo forma de ordenación social que, primero, se reflejara en leyes nuevas y, segundo, les impusiera a los jueces formas diversas de actuación a partir de esas nuevas determinaciones (para darle sustento a esta afirmación, véase el punto 51 del Programa y Manifiesto del Partido Liberal Mexicano, en tanto se postula que el cambio de los grandes elementos generales habría de darse por vía legislativa y, por lo mismo, los jueces debían someterse a las normas resultantes de éstas).


          32 Al respecto, cfr. D. Cosío Villegas, op. cit., pp. 787-799, y F.-X. Guerra, op. cit., pp. 107-109.


          33 Para una cuantificación de este último aspecto, cfr. E. Rabasa, “El artículo 14. Estudio constitucional”, El artículo 14 y el juicio constitucional, México, Porrúa, 1984, pp. 103-110.


          34 Las limitaciones de estos planteamientos tienen una clara explicación, pues los partidos constituidos para contender en las elecciones de 1910 no tenían un carácter antisistema. Es decir, no trataban de destruir el orden constitucional, normativo, político, social o económico imperante, sino exclusivamente lograr la traslación del poder político por la vía democrática-electoral. La justicia, otra vez, era entendida como ejecución de lo que había, de lo que se entendía como “correcto”, de las reglas que le daban sustento a las condiciones imperantes, pero en modo alguno un mecanismo para transformar la realidad material imperante.


          35 Javier Garciadiego ha expresado bien el alcance y significado de estos momentos “finales” de la siguiente manera: “Ésta es la verdadera particularidad histórica de 1910, año suficientemente significativo por el agotamiento del sistema político porfirista, cupular y excluyente, al que Madero y sus colaboradores quisieron sustituir por un sistema político sostenido por nuevos grupos sociales, los que actuarían mediante nuevas prácticas e instituciones. Pero 1910 fue mucho más que este intento de cambio político pacífico, pues fue el año en el que grupos sociales drásticamente excluidos durante el Porfiriato presentaron sus numerosos agravios sociales. En síntesis, en 1910 se pasó de una reforma negada a una revolución popular”. Al respecto, cfr. su “1910: del viejo al nuevo Estado mexicano”, Ensayos de historia sociopolítica de la Revolución mexicana, México, El Colegio de México, 2011, p. 69.


          36 Por lo demás, este tema fue objeto de un amplio debate durante el Porfiriato (C.A. Hale, Las transformaciones del liberalismo en México a fines del siglo XIX, P. Jiménez (trad.), México, Fondo de Cultura Económica, 2002, pp. 95-96 y 166-220), en buena medida como una de las reivindicaciones específicas de los “científicos” a partir de su famoso Manifiesto de la Convención Nacional Liberal a Favor de la Reelección del Presidente Díaz, del 23 de abril de 1892, donde sostuvieron: “Puesto que la meta que queremos alcanzar es la transmisión de la paz civil, es preciso asegurar en su base la paz social, para que sus raíces penetren tan hondamente, que el árbol sea inconmovible. La garantía de la paz social está en la justicia, y la democracia mexicana habría comprobado su aptitud política si, como la de los Estados Unidos, supiese prescindir del derecho de cambiar periódicamente sus funcionarios judiciales, conquistando para ellos con la inamovilidad, la independencia, la competencia y la responsabilidad que es la sustancia misma de las instituciones libres” (Planes de la nación mexicana, op. cit., vol. 6, p. 219). Igualmente conviene recordar que Justo Sierra sostuvo a lo largo de varios años la necesidad de lograr la inamovilidad judicial en tanto condición de la independencia judicial y ésta, a su vez, de la modernización del país. Al respecto, cf. R.L. Cabrera, La Suprema Corte de Justicia a principios del siglo XIX, t. II, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 1997, pp. 367-373, y D. Cosío Villegas, op. cit., pp. 658-659 y 670-677.


          37 Crisis y porvenir de la ciencia histórica, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1947, p. 10.
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        Garantías judiciales


        Como “garantías judiciales” suelen considerarse los contenidos constitucionales mediante los cuales se buscaba lograr la independencia e imparcialidad del juzgador. Entre ellas se han identificado cuatro: los procedimientos mediante los cuales debían realizarse los nombramientos, las condiciones de permanencia y remoción en el cargo, el monto y forma de las remuneraciones y los supuestos de responsabilidad. Estos elementos estaban encaminados a lograr que los juzgadores alcanzaron independencia en el ejercicio de su función, primordialmente mediante su aislamiento, por decirlo así, de factores externos a ella. Sin embargo, lo que idealmente se intentaba era lograr que la función de juzgar se realizara de manera tal que sólo las consideraciones jurídicas prevalecieran en el trámite y resolución de los casos, como manera de garantizar, finalmente, el servicio de justicia a cargo del Estado.1 Aun cuando en el Porfiriato no se utilizaba esta expresión, es importante incorporarla al estudio del periodo debido a que ya desde entonces y al menos idealmente como parte de la lógica constitucionalista en la que el Estado mexicano buscaba participar, la autonomía y la independencia judicial sí buscaban garantizarse.


        A. NOMBRAMIENTOS



        1. Ministros



        En lo concerniente a los ministros y en el nivel constitucional, el artículo 93 establecía como requisitos de elección “estar instruido en la ciencia del Derecho a juicio de los electores, ser mayor de treinta y cinco años y ciudadano mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos”; el artículo 92 disponía que las designaciones se harían mediante elección indirecta en primer grado, delegando al legislador las correspondientes modalidades; el artículo 72, apartado A, fracción II, otorgaba a la Cámara de Diputados la competencia exclusiva de fungir como colegio electoral en la elección de los ministros y, finalmente, el artículo 74 le otorgaba facultades a la Comisión Permanente para recibir la protesta de los ministros en los periodos de receso.


        Entre 1900 y 1910, las elecciones de ministros se realizaron con base en la Ley Orgánica Electoral del 12 de febrero de 1857 y en la del 18 de diciembre de 1901. El texto originario de la primera de ellas preveía que los gobernadores de los estados y del Distrito Federal y los jefes políticos de los territorios, dividirían la entidad correspondiente en distritos electorales con un máximo de 40 mil y un mínimo de 20 mil habitantes, a partir de lo cual cada uno de los ayuntamientos segmentarían los distritos en secciones con un máximo de 500 y un mínimo de 200 habitantes, ello con el fin de nombrar un elector por cada una de ellas el último domingo de junio del año de la elección.2 Dejando de lado los temas de empadronamiento, requisitos para votar y ser votado, instalación de casillas y demás elementos orgánico-procedimentales, resulta importante resaltar la integración de las juntas electorales de Distrito, formadas por cada uno de los electores designados por sección. Los miembros de estas juntas electorales designarían el segundo domingo de julio un diputado propietario y uno suplente quienes, al día siguiente y en caso de ser necesario, elegirían al presidente de la Suprema Corte de Justicia. Un día después, los mismos diputados elegirían a los ministros que se requirieran a efecto de integrar de manera completa la propia Corte. Los ministros tomarían posesión de su cargo el 16 de septiembre del mismo año, siempre que hubieren protestado la Constitución.


        La Ley Electoral de 1857 fue reformada el 23 de octubre de 1872, el 23 de diciembre de 1876 y el 16 de diciembre de 1882. De estas tres reformas, interesa la tercera, pues en ella se establecieron condiciones de elección de los ministros distintas a las previstas en el texto originario: se eliminó la elección por separado del presidente de la Corte; se previó la elección por separado de cada uno de los miembros (11 ministros propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un procurador general), y se fijó la antigüedad atendiendo al orden de designación.3 Conforme al procedimiento que acabo de describir, el Congreso de la Unión convocó el 29 de mayo de 1900 a la elección de cinco ministros,4 y el 22 de septiembre de ese año declaró electos a Félix Romero, Justo Sierra, Eduardo Ruiz, Macedonio Gómez y Francisco de P. Segura.5


        A su vez, la ley de 1901 disponía6 que la elección ordinaria para la renovación de poderes se haría cada dos años, la etapa primaria el último domingo de junio y la de Distrito el segundo domingo de julio, mientras que las extraordinarias se harían cuando fuere necesario; que para la división distrital de la república serviría como base el censo último; que tres meses antes de la elección los gobernadores de los estados y del Distrito o la primera autoridad política de los territorios determinarían los distritos en razón de la población (máximo 60 mil y mínimo 20 mil habitantes); que los ayuntamientos dividirían el distrito en secciones de entre 500 y 200 habitantes, a efecto de que por cada una de ellas se designare un elector, correspondiéndoles también las funciones de empadronamiento; que, verificada la elección, se llevaría a cabo el recuento y los integrantes de la mesa darían a conocer el nombre del elector; que los electores designados por las secciones pasarían por la junta distrital a efecto de que calificaran su credencial; que los electores cuyas credenciales hubieren sido aprobadas se reunirían para elegir diputados y senadores; que estos últimos, y evidentemente en caso de ser necesario, se reunirían dos días después de haberse declarado electos (al día siguiente se elegía al Presidente de la República) para elegir a los ministros de la Suprema Corte, cuya antigüedad vendría dada por el orden de la elección.7


        Conforme a la ley de 1901 se llevaron a cabo las elecciones al final del periodo de estudio. En primer lugar, el 4 de junio de 1902 el Congreso convocó a la elección de seis ministros y el 19 de ese mismo mes a uno más,8 que debería realizarse durante el mes de julio siguiente, declarando electos la Cámara de Diputados el 27 de septiembre del mismo año a Prudencio Dorantes, Manuel García Méndez, Julio Zárate, Andrés Horcasitas, Juan García Peña, Nicolás López Garrido y Manuel Osio.9 En segundo lugar, el 7 de abril de 1904 la Cámara de Diputados convocó a la elección de seis ministros para el siguiente mes de julio,10 declarando la misma Cámara el 28 de septiembre que resultaron electos José Zubieta, Cristóbal Chapital, Miguel Bolaños Cacho, Emeterio de la Garza, Eduardo Castañeda y Manuel Olivera Toro.11 En tercer lugar, los días 25 de abril y 17 y 22 de mayo de 1906 se convocó a elecciones para julio siguiente,12 resultando electos Félix Romero, Macedonio Gómez, Martín Mayora, Ricardo Rodríguez y Demetrio Sodi.13 En cuarto lugar, el 22 de mayo de 1908 el Congreso convocó a la elección de cinco ministros,14 declarando el mismo 28 de septiembre que lo fueron Manuel García Méndez, Francisco Belmar, Alonso Rodríguez Miramón, Carlos Flores y Francisco S. Carbajal.15 Finalmente, el 6 de mayo de 1910 el Congreso convocó a la elección de seis ministros más,16 declarándose electos el 27 de septiembre a Eduardo Castañeda, Emilio Álvarez, Cristóbal Chapital, Emeterio de la Garza, Manuel Olivera Toro y Emilio Bullé Goyri.17


        Establecida la designación formal de los ministros, es necesario considerar, por decirlo así, las condiciones materiales en las que se produjeron. Para ello trataré de responder las siguientes preguntas relativas a este punto: ¿qué hacían las personas elegidas como ministros antes de ocupar el cargo y qué relación guardaban con las élites porfiristas? ¿Cómo y por qué se les identificaba y sometía al proceso electoral? ¿Qué tipo de relación mantenían con las élites porfiristas una vez elegidos como ministros?


        Para responder a la primera pregunta, fundamentalmente consideraré los datos proporcionados por Guerra como anexo II de su ya citado México: del antiguo régimen a la Revolución, así como los contenidos en el Diccionario Porrúa. Historia, biografía y geografía de México,18 el libro Suprema Corte de Justicia de la Nación. Ministros 1815-1911. Semblanzas,19 y el trabajo de Francisco González de Cossío,20 publicado en el libro de homenaje de la Suprema Corte a la Constitución de 1857.21


        Emilio Álvarez, diputado propietario por Matamoros, Tamaulipas, en julio de 1898 y julio de 1900; diputado propietario por Tapachula, Chiapas, en julio de 1908; juez de la Suprema Corte en octubre de 1910. Permaneció en el cargo hasta 1914, año en que dejó de funcionar el alto Tribunal.22


        Francisco Belmar nació en Tlaxiaco, Oaxaca, en 1859; jurisconsulto, indigenista y lingüista; profesor de enseñanza superior en el Instituto de Ciencias y Artes de Oaxaca y en la Escuela Normal; diputado suplente por Zimatlán, Oaxaca, en julio de 1902; ministro de la Suprema Corte de octubre de 1908 a un término no definido por Guerra. Fue oficial mayor del gobierno de Oaxaca y magistrado del Tribunal Superior de Justicia del mismo estado. En 1910 participó en la Fundación Indianista. Autor de Estudios sobre la lengua mazateca, Estudio del chontal y Glotología indígena mexicana.23


        Miguel Bolaños Cacho nació en Nochixtlán, Oaxaca, en 1869; licenciado en Derecho; ocupó un puesto judicial en Chihuahua durante 1889; tuvo un cargo militar en 1890 en Chihuahua; fue diputado propietario por Ocotlán, Oaxaca, en 1898 y julio de 1900; ocupó el mismo cargo en julio de 1902 en la ciudad de Chihuahua; escritor; en 1902 fue secretario de Gobierno del estado de Chihuahua; tuvo un puesto judicial en San Luis Potosí; senador propietario por Tamaulipas; ministro de la Suprema Corte de octubre de 1904 a octubre de 1910;24 senador suplente por Tamaulipas en junio de 1910; en febrero de 1913 se adhirió al movimiento huertista; gobernador constitucional de Oaxaca, de agosto de 1912 a julio de 1914; en 1914 huyó por causa de retiro militar o político; murió en mayo de 1928 en San Diego, Estados Unidos. Ejerció la cátedra de derecho mercantil y literatura en el Instituto Oaxaqueño; miembro de la Academia Mexicana de Legislación y Jurisprudencia, del Ateneo Mexicano y de la Sociedad Mexicana de Geografía y Estadística.25 Publicó diversas obras literarias y jurídicas como La colonización en México, Los derechos del hombre y Estudios jurídicos.26


        Emilio Bullé Goyri fue elegido ministro de la Suprema Corte para el periodo de octubre de 1910 a octubre de 1916, pero con motivo del cierre de ésta lo concluyó en 1914.27


        Francisco S. Carbajal nació en Campeche, Campeche, el 9 de diciembre de 1870; fue senador suplente por su estado en julio de 1902 y senador propietario en julio de 1906; juez de la Suprema Corte a partir de octubre de 1908; representante de Porfirio Díaz en las Conferencias de Ciudad Juárez en 1911;28 presidente de la Suprema Corte a partir del 31 de mayo de 1912; senador propietario por el estado de Puebla en octubre de 1913 y secretario de Relaciones Exteriores en julio de 1914. Murió en la ciudad de México el 30 de septiembre de 1932.29


        Eduardo Castañeda nació en Tlaxcala, fue designado ministro de la Suprema Corte en octubre de 1898 y como presidente de ella de junio de 1901 a mayo de 1902 y de 1903 a 1904.30 Ocupó el mismo cargo de octubre de 1904 a octubre de 1910 y nuevamente en octubre de 1910. Fue presidente interino de la propia Corte del 31 de diciembre de 1912 al 6 de febrero de 1913 y del 10 de julio al 25 de agosto de 1914, fecha en que aquélla dejó de funcionar.31 Combatió contra la Intervención francesa; fue juez de lo criminal (1868-1878); fue diputado suplente por Tlaxcala (1867-1871) y propietario de 1873 a 1875; fue también presidente del Ayuntamiento de México; subsecretario y secretario de Gobernación; presidente del Tribunal Superior de Justicia de Sonora, y magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. Murió en Tlaxcala en 1923.32


        Cristóbal Chapital fue juez segundo de Distrito en 1904 y ministro de la Suprema Corte de octubre de 1904 a octubre de 1910. Ocupó el mismo cargo de octubre de 1910 a 1914. En diversas biografías se le califica como “adicto” a Díaz.


        Pudenciano Dorantes nació en 1840 en Temaxcalcingo (pueblo indígena) del Estado de México; fue alumno del Colegio San Nicolás en Morelia, Michoacán, en 1852; obtuvo el diploma de licenciado en derecho en 1862; tuvo un puesto judicial (juez de Letras en Maravatío, Michoacán) en 1870; ocupó un cargo de gobierno en el Distrito Federal en 1875 y otro cargo político porfirista (oficial mayor de la Secretaría de Gobierno y diputado local) en 1877; mantuvo vínculos personales con el general Manuel González hacia 1880; fue elegido gobernador constitucional de Michoacán de septiembre de 1881 a septiembre de 1885 (en este periodo reconstruyó el Palacio de Justicia y fundó la Escuela de Artes y el Monte de Piedad); nombrado ministro de la Suprema Corte en 1884, 1890, 1896 y presidente en 1897 y nuevamente ministro de octubre de 1902 a octubre de 1906; murió de forma natural en 1907 en el Distrito Federal. Profesor de derecho internacional en la Escuela de Jurisprudencia.


        Carlos Flores fue diputado propietario por Azoyú, Guerrero, en julio de 1898; diputado propietario por Tlalpan, Distrito Federal, en julio de 1900; senador suplente por Yucatán en 1902; senador propietario por Jalisco en julio de 1904; ministro de la Suprema Corte de octubre de 1908 a un término no definido por Guerra; diputado suplente por Iguala, Guerrero, en julio de 1922.33


        Manuel García Méndez nació en Campeche el 18 de octubre de 1842; emparentado con Luis Méndez y Justo Sierra; condiscípulo de Joaquín Baranda y Juan Sánchez Azcona; en Veracruz se recibió de notario público en 1867 y de abogado en 1872; ocupó todos los cargos del escalafón judicial de Veracruz, incluidos los de magistrado y presidente del Tribunal Superior de Justicia; en 1876 fue presidente municipal de Veracruz; en 1878 fue elegido diputado federal por el distrito de Veracruz; fue redactor en los periódicos El Eco Nacional y El Veracruzano; escribió El Código municipal y La Suprema Corte de Justicia de México; en 1896 fue elegido ministro de la Suprema Corte, cargo que ocupó hasta su fallecimiento en 1910; fue presidente de la Corte del 31 de mayo de 1906 al 31 de mayo de 1907.


        Juan García Peña fue ministro supernumerario en 1902 y en ese mismo año ocupó el cargo de numerario hasta octubre de 1908; fue elegido senador propietario por Aguascalientes en julio de 1908.34


        Emeterio de la Garza nació en Coahuila en 1873; estudió la secundaria en Santa Rosalía, Baja California, en 1889 y la universidad en el Ateneo de Saltillo, Coahuila; obtuvo el diploma de licenciado en derecho en 1896 en la Escuela Nacional de Jurisprudencia en el Distrito Federal; diputado propietario por Espita, Yucatán, en julio de 1898; diputado propietario por Pachuca, Hidalgo, en julio de 1902, julio de 1904, julio de 1906 y julio de 1908 (se reeligió como diputado durante cinco periodos); ministro de la Suprema Corte de octubre de 1904 a octubre de 1910, designado nuevamente en septiembre de este último año; mantuvo vínculos personales con el general Bernardo Reyes en 1911; diputado propietario por Salinas Victoria, Nuevo León, en octubre de 1913; murió de forma natural en 1928.35 Destacó como orador y conferencista en México, Estados Unidos y Canadá. Fue diplomático, e intervino en varios congresos internacionales.36


        Macedonio Gómez fue elegido fiscal de la Suprema Corte el 15 de octubre de 1894, cargo que ocupó hasta 1900; fue elegido ministro de la Suprema Corte de octubre de 1900 a octubre de 1906 y de octubre de 1906 a octubre de 1912.


        Andrés Horcasitas nació en Chihuahua, donde realizó carrera literaria; recibió el título de licenciado en derecho en la ciudad de México; en 1884 fue designado magistrado de Circuito en Mazatlán; posteriormente, fue designado secretario del Tribunal de Circuito de la ciudad de México; el 26 se septiembre de 1896 fue elegido tercer magistrado supernumerario de la Suprema Corte; fue ministro de la Suprema Corte de octubre de 1900 a octubre de 1908.37


        Nicolás López Garrido fue ministro de la Suprema Corte de octubre de 1902 a octubre de 1908 y resultó elegido senador propietario por Hidalgo en julio de 1908.38


        Martín Mayora nació en la ciudad de México en 1854, fue ministro de la Suprema Corte de octubre de 1906 a octubre de 1912; en 1910 suplió al ministro Sodi como presidente. Fue reelegido como ministro en 1913 y permaneció en el cargo hasta la disolución de 1914. En El Imparcial del 11 de julio de 1906 se dieron los siguientes datos biográficos con motivo de su designación: “El Sr. Mayora, siendo pasante de Derecho, comenzó su carrera pública desempeñando el empleo de escribiente en el Juzgado Primero de lo Criminal, en esta capital en el año de 1881. Dos años más tarde, ya con el título de abogado, fue nombrado secretario del Juzgado Segundo del mismo ramo, cargo que sirvió a satisfacción durante quince años; pasó a ocupar el puesto de Juez Primero Correccional y, transcurridos diez meses, se le ascendió a Juez segundo de lo Criminal; de ahí subió, por elección, al Tribunal Superior del Distrito Federal, en calidad de Magistrado”. Murió en la ciudad de México en 1919.39


        Manuel Olivera Toro nació en Oaxaca, Oaxaca, el 16 de septiembre de 1860; estudió en esta ciudad hasta recibir el título de licenciado en derecho en 1886; fue juez de Primera Instancia en Ocotlán, Oaxaca; en unión de Miguel S. Macedo y Victoriano Pimentel, constituyó la Comisión Revisora del Código Penal para el Distrito Federal; redactó la Ley de Notarías y el Arancel del Ramo; en 1888 fue nombrado juez de Distrito en el estado de Hidalgo; posteriormente, fue designado juez correccional y juez civil de Primera Instancia en la ciudad de México; en 1897 se desempeñó como secretario general de Gobierno de Oaxaca; en 1899 fue designado magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; fue ministro de la Suprema Corte de octubre de 1904 a octubre de 1910 y ocupó el mismo cargo de octubre de 1910 a 1914, fungiendo como presidente del 31 de mayo de 1913 al 31 de mayo de 1914; murió el 15 de enero de 1915 en la ciudad de México.40


        Manuel Osio fue elegido ministro de la Suprema Corte de octubre de 1902 a octubre de 1908. Murió el 22 de mayo de 1906.41


        Ricardo Rodríguez nació en la ciudad de Campeche en el año de 1845 y en 1868 se recibió de abogado, ocupando las posiciones de promotor fiscal en el Juzgado de Distrito en Campeche, juez de Primera Instancia en Cosamaloapan, Veracruz, juez de lo criminal, primero, y después de lo civil en Veracruz, defensor de reos, fiscal y magistrado del H. Tribunal Superior de Justicia de Veracruz, juez de Distrito y magistrado de Circuito en Veracruz, juez segundo de Distrito en el Distrito Federal; magistrado, por elección, del H. Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal (del 1 de enero de 1895 al 27 de septiembre de 1906), y ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del 2 de octubre de 1906 al 2 de octubre de 1912. Ocupó un escaño en el Senado de la República entre 1884 y 1888; fue profesor de procedimientos penales en la Escuela Nacional de Jurisprudencia (1903); miembro de la Sociedad de Abogados de México (1888); miembro de la Sociedad Mexicana de Geografía y Estadística y socio de la Academia Cultural Mexicana de Jurisprudencia y Legislación (1895), correspondiente de la Real Academia de Madrid. Entre sus obras más reconocidas se encuentran: El Código Penal en México y sus reformas (1902), El Derecho Penal (1902), Código de Extranjería (1903), Historia auténtica de la administración del señor general Porfirio Díaz (en dos tomos, 1904) y el Manual de obligaciones y contratos en México.42


        Alonso Rodríguez Miramón fue diputado propietario por el Distrito Federal en julio de 1898 y julio de 1900; diputado propietario por Huejotzingo, Puebla, en julio de 1902, julio de 1904 y julio de 1906; ministro de la Suprema Corte de octubre de 1908 a una fecha no definida.


        Félix Romero nació en la capital de Oaxaca en 1828; alumno del Instituto de Ciencias y Artes de Oaxaca en 1850; obtuvo el diploma de licenciado en derecho en 1852; se afilió a la Revolución de Ayutla y fundó el periódico El Azote de los Tiranos en el que atacó a Santa Anna; triunfante el movimiento fue elegido diputado por Tehuantepec, Oaxaca. Participó en la redacción de la Constitución del estado; presidente del Congreso oaxaqueño. Cuando Comonfort dio un golpe de Estado, firmó un decreto por el que Oaxaca reasumía la soberanía. En el periodo en el que los conservadores dominaron el territorio oaxaqueño, se refugió en la sierra de Ixtlán. Participó en la lucha contra la Intervención francesa y el Imperio en 1862 y mantuvo un sentido de pertenencia al movimiento juarista. Triunfante la República fue secretario de Gobierno del general Felix Díaz; regente de la Corte de Justicia de Oaxaca. Por breve tiempo ocupó el puesto de gobernador de su estado. Durante la administración de Lerdo radicó en México en donde publicó algunos trabajos científicos y literarios. Después de la Revolución de Tuxtepec fue director y profesor de gramática del Instituto de Ciencias y Artes de Oaxaca en 1878; fue relator, ministro y presidente de la Suprema Corte de octubre de 1888 a octubre de 1906 y de este año a octubre de 1912; además fue diputado del Congreso de la Unión. Murió de forma natural en el Distrito Federal en septiembre de 1912.


        Eduardo Ruiz nació en Paracho, Michoacán, en 1839; fue alumno del Colegio San Nicolás en Morelia, Michoacán; obtuvo el diploma de licenciado en derecho (también fue historiador) en 1864 y en el mismo año luchó contra la Intervención francesa; fue periodista y colaboró en diversos medios nacionales y locales; se unió a las tropas republicanas en 1865 y el general Vicente Riva Palacio le nombró su secretario. Poco antes de terminar la guerra se le nombra auditor general del Ejército del Centro por el general Nicolás de Régules. Al triunfo de la República fue director del Periódico Oficial de Michoacán, nombrado por el gobernador Justo Mendoza, quien también lo designó como su secretario particular en 1870; ocupó un puesto judicial (juez de Letras en Uruapan) en 1872; durante la administración del presidente Lerdo fue elegido diputado por Michoacán en 1872; tuvo un puesto judicial por el apoyo “científico” (procurador general de la Nación) en el Distrito Federal en 1892; fue ministro de la Suprema Corte de octubre de 1900 a octubre 1906. Autor de Michoacán, paisajes, tradiciones y leyendas, Historia de la Guerra de Intervención en Michoacán y Biografía del C. Melchor Ocampo, así como del Curso de Derecho constitucional y administrativo (2 tomos, 1888) y de Derecho constitucional. Murió de forma natural en el Distrito Federal en 1907.43


        Francisco de Paula Segura fue jurisconsulto y tratadista; en 1877 fue abogado auxiliar del procurador general de la Nación; senador suplente por Guanajuato en julio de 1896; fue electo ministro de la Suprema Corte para el periodo de octubre de 1900 a octubre de 1906, integrando la Comisión Redactora del Reglamento de la Suprema Corte; murió en la ciudad de México el 16 de junio de 1902 cuando se desempeñaba como ministro. Estudió en el Seminario Conciliar de Morelia, se recibió en la Escuela Nacional de Jurisprudencia en 1870 con una tesis sobre el duelo, fue comisario de juzgado entre 1876 y 1877, juez de lo civil (1877), agente fiscal de la Suprema Corte de Justicia en 1878, regidor del Ayuntamiento en 1878 y fue también senador suplente por Guanajuato de 1896 a 1900. Escribió Instituciones de Derecho civil (1870), fue director de El Foro de 1877 a 1883, y profesor de la Escuela Nacional de Jurisprudencia.44


        Justo Sierra Méndez nació en Campeche, en 1848; escritor liberal; realizó sus estudios de secundaria en Mérida, a partir de 1861; alumno del Liceo Franco-Mexicano y del Colegio de San Ildefonso, ambos ubicados en el Distrito Federal; obtuvo el diploma de licenciado en derecho en 1871 en el Distrito Federal; ministro de la Suprema Corte para el término de octubre de 1900 a octubre de 1906, mismo que dejó para ocuparse de la Subsecretaría de Justicia e Instrucción Pública y, más adelante, de la Secretaría de Instrucción Pública y Bellas Artes; reeleccionista científico durante 1909 y 1910; embajador o ministro plenipotenciario en 1912, murió de forma natural en España en 1912. Dirigió la publicación de México. Su evolución social, Antología del Centenario y Juárez, su obra y su tiempo.


        Demetrio Sodi nació en la capital de Oaxaca en 1866; estudió en el Instituto de Ciencias y Artes de Oaxaca en 1886; profesor de filosofía del derecho y de elocuencia forense; promotor fiscal en el Juzgado de Distrito de Colima, donde editó la revista El Foro Colimense en 1892. Ejerció el mismo cargo en Tehuantepec durante dos años; fue agente del Ministerio Público en la ciudad de México en 1895, en la misma fecha ingresó a la Academia de Legislación y Jurisprudencia; diputado suplente por Iguala, Guerrero, en julio de 1898; obtuvo el diploma de licenciado en derecho en 1890 en Oaxaca; fue magistrado del Tribunal Superior y ministro de la Suprema Corte de octubre de 1906 a octubre de 1912,45 ocupando la presidencia de esta institución de 1908 a 1910; fue diputado suplente por Tolimán, Querétaro, en diciembre de 1907; laboró en la Escuela Nacional de Jurisprudencia, Distrito Federal, en 1908; fue secretario de Justicia de marzo de 1911 a mayo de 1911; profesor del Departamento Central 3 y de la Escuela Libre de Derecho, de la que también fue fundador. En las postrimerías del porfirismo, se le nombra ministro de Justicia, dejando el manuscrito “Mis sesenta días de ministro”.46 Redactó el texto de despedida que figura en la renuncia de Porfirio Díaz. Posteriormente, el presidente Madero le ofrece una cartera que declina. Durante la lucha armada hace una serie de observaciones y un estudio cuyo resultado es La justicia y la Revolución. Redactó estudios sobre la moneda y la reorganización de los tribunales. Publicó los libros Nuestra Ley Penal, El Jurado en México y Nueva Ley Procesal Civil; murió en el Distrito Federal en 1934.47


        Julio Zárate nació en Jalapa, Veracruz, en 1844; estudió historia y se tituló como abogado en el Colegio Carolino de Puebla; diputado al Congreso de la Unión por Puebla, Veracruz y el Distrito Federal en 1862; luchó contra la Intervención francesa en 1865 en Puebla, en este contexto combatió a Maximiliano en las columnas de El Eco del País, de Atlixco; fue ministro de Relaciones Exteriores en 1880; secretario de Gobierno de Veracruz en 1884; senador propietario por Campeche en julio de 1908 (el Diccionario Porrúa señala que en 1912); ministro de la Suprema Corte elegido para el periodo que inició en septiembre de 1896 y, posteriormente, de octubre de 1902 a octubre de 1908; secretario de Gobierno de Veracruz con el general Juan de la Luz Enríquez. Autor de Los Estados de la Federación Mexicana, Monografía del Estado de Veracruz, Compendio de historia de México, Elementos de historia general y México a través de los siglos, entre otras. Murió en el Distrito Federal en 1917.48


        José Zubieta nació en La Habana, Cuba, el 20 de marzo de 1830 y fue presidente de la Suprema Corte de Justicia en 1880; enemigo de Aurelio Pérez en 1885; gobernador constitucional del Estado de México de marzo de 1881 a marzo de 1885; gobernador provisional (no elegido) del Estado de México, de marzo de 1886 a marzo de 1889; obtuvo el diploma de licenciado en derecho en 1889; ministro de la Suprema Corte para el periodo octubre de 1904 a octubre de 1910; senador propietario por Durango en junio de 1910.


        Después de analizar los datos que en su trabajo le sirvieron para caracterizar a los ministros, Guerra concluye afirmando:


        Los jueces de la Suprema Corte pueden ser asimilados a los diputados y a los senadores por sus carreras [...] Ser magistrado de la Suprema Corte es un honor aun para las personalidades políticas porfiristas. Es pertenecer a un organismo prestigioso pero totalmente sometido al presidente. Es un honor pasajero, antes de volver a ocupar otros puestos [...] Los magistrados han seguido carreras clásicas en las que se encuentran toda la escala de cargos del Estado [...] Al igual que los demás cargos que hemos analizado, es grande la fluidez de los hombres de un puesto a otro. Esto se debe a la gran movilidad social que caracterizó los principios del régimen —cuando se examinan las carreras de la élite política en su madurez se encuentran todos los puestos posibles, aun los más bajos—, pero también a la jerarquía única del poder, que desemboca en un único y verdadero soberano: Porfirio Díaz.49


        Si bien es cierto que utilizando los datos anteriores es posible establecer algunos patrones entre los designados, la inserción que tuvieron en el Porfiriato y parte de las relaciones que mantuvieron con sus élites, por sí mismos no logran explicar las razones por las cuales Díaz, en su carácter de gran elector, decidió proponer a esas personas para ese cargo específico. Dicho de otra manera, ¿actuaba a partir de consideraciones personales (prestigio del candidato, capacidad profesional, posibilidades de legitimación a la Corte misma, por ejemplo) o, por el contrario, incorporaba apreciaciones de “equilibrio” grupal, gremial o regional, por ejemplo?50 ¿Es verdad lo que apuntaba José C. Valadés al decir que “sin embargo, por ser excesivo el oropel y pobre la realidad, y debido a la creciente merma del poder judicial, don Porfirio fue llevando a la magistratura a los hombres de más prestigio en el régimen, con lo cual si la Corte adquirió lucimiento, no por ello ascendió a la plataforma de la soberanía preceptuada por la Constitución”?51


        Antes de dar respuesta a esta interrogante, conviene tratar de responder una cuestión adicional pero estrechamente relacionada: ¿cómo se conducía el proceso que, finalmente, llevaba a proponer a una persona como candidato a ministro? En otras palabras, y considerando el lugar común, ¿cómo identificaba o seleccionaba el “gran elector” a la persona que terminaba participando en las elecciones? La respuesta a esta pregunta no es sencilla, pues no es común que quien realiza esa función la narre ni, mucho menos, que lo haga quien fue seleccionado.52 Sin embargo, existe un testimonio que por la candidez con la que está narrado, por la seriedad y buena fama del personaje y por la cercanía de la fecha en la que fue designado (1898) y el periodo que analizo, podría ser verosímil y, con ciertas reservas, explicar lo que pudo haber acontecido en otros casos: me refiero a las Memorias de don Silvestre Moreno Cora.53


        Cuenta don Silvestre que con motivo de la inauguración de la ruta del Ferrocarril de Jalapa a Coatepec en 1898, el presidente Díaz visitó Veracruz en compañía de Baranda, el secretario de Justicia, a quien encontró por casualidad e invitó a subir en su carruaje para llevarlo al Palacio de Gobierno. Sigue relatando que en la tarde visitó a Díaz en la casa del gobernador acompañado de los empleados de la Secretaría de Gobierno, de la que él era titular, limitándose a saludarlo a nombre de los presentes. Al día siguiente no vio al presidente ni al secretario de Justicia a pesar de haber asistido al acto de inauguración. Al tercer día de la visita el presidente y otras personas de la comitiva salieron de cacería y al volver comieron juntos con las personas mencionadas, además de Limantour, correspondiéndole a él sentarse en una mesa lateral y despidiendo al presidente poco después en la estación. Señala que “como cuatro o seis meses después”, el gobernador lo buscó para mostrarle un telegrama de Díaz que más o menos decía lo siguiente: “Necesito a su secretario de usted para magistrado de la Corte; me hará usted el favor de cedérmelo”. Se reunieron más tarde con el tesorero general del Estado para preparar la contestación, la cual se dio en los siguientes términos: “Se hará lo que disponga pero me hace mucha falta. Tenemos en el Tribunal personas muy dignas también de ocupar ese puesto”. A lo cual se recibió otro telegrama de la ciudad de México con el siguiente texto: “Se necesita la persona que se le ha indicado”. Don Silvestre explica que “no quedó más recurso que contestar de conformidad”.54 Relata también que a mediados de septiembre se separó de su cargo, que casi de inmediato recibió un telegrama informándole que había sido elegido, que pocos días después fue la toma de posesión y que asistió por primera vez a la Corte el 26 o el 27 de septiembre. A continuación agrega unos comentarios interesantes para lo que aquí estamos considerando:


        Por los pormenores que he referido, se verá cuán acertado anduve al hacerme tan poco visible cuando la visita del presidente a Jalapa. Si hubiera yo procurado exhibirme, andando cerca de él, fácilmente se hubiera creído que me había nombrado porque le había yo hecho la barba. Tuve también un escrúpulo y fue éste: ha sido costumbre que cuando al gobernador le estorba alguna persona y quiere deshacerse de ella sin darle en qué sentir, procura que le den un empleo mejor en la Federación. No creo que haya sido éste el caso, porque siempre le dije al gobernador que cuando no le parecieran bien mis servicios o tuviera el compromiso de colocar otra persona, me lo dijera francamente seguro de que lejos de causarme algún perjuicio o de darme un disgusto, me haría un bien, porque no necesitaba yo del destino y porque el género de vida que llevaba no era de mi gusto. Además tengo la creencia de que sentía realmente mi separación.55


        Si todo lo descrito es verdad y, como dije, en principio y por las razones que apunté no hay motivo para dudarlo, alrededor de abril Díaz y Baranda se encontraron con Moreno Cora; unos meses después solicitaron “autorización” al gobernador Dehesa quien, a su vez, obtuvo la de Moreno; las elecciones se celebraron en junio y julio dado el sistema prevaleciente de la Ley Electoral de 1857; Moreno no participó en el proceso de elección, pues siguió desempeñándose como secretario general de Gobierno; a finales de septiembre se le informó que había sido elegido y ese mismo mes protestó y tomó posesión del cargo. ¿Qué extraigo de todo esto? Sin duda y en primer lugar, que Díaz efectivamente fungía como gran elector; en segundo lugar y al menos en lo tocante a los ministros, que el propio Díaz operaba la “maquinaria electoral”; en tercer lugar, que se seguían ciertas formas “patrimonialistas” en cuanto a la identificación de las personas.


        Señalados ciertos mecanismos de designación y arriesgándonos a considerarlo paradigmáticos, volvamos a las cuestiones que dejé apuntadas, i.e., ¿Díaz actuaba a partir de consideraciones estrictamente personales (prestigio del candidato, capacidad profesional, posibilidades de legitimación a la Corte misma, por ejemplo) o, por el contrario, incorporaba apreciaciones de “equilibrio” grupal o regional, por ejemplo? Dicho en otros términos, ¿qué llevaba a elegir a ciertas personas y no a otras si, como dice Guerra y los datos lo comprueban, entre las élites existía una gran cantidad de sujetos “disponibles” dada la enorme movilidad y, sobre todo, las amplias posibilidades de sustitución orgánico-funcional entre quienes las integraban? Volvamos a los datos.


        Quienes actuaron como ministros entre 1900 y 1914, tenían como elementos comunes contar con título de abogado (mismo que, por lo demás y ya se dijo, no era requisito constitucional); haber ocupado antes de su elección cargos políticos (diputado o senador propietario o suplente, gobernador), judiciales o administrativos, bien fuera en el ámbito federal como local, o haber participado en actividades “culturales”, de carácter jurídico (autor o profesor) o de tipo general (periodismo o literatura). Simultáneamente, no se aprecian entre ellos semejanzas socioeconómicas, ni orígenes regionales comunes, como no sea un ligero predomino de los oaxaqueños, seguido de los campechanos. La falta de un patrón biográfico común claramente diferenciado no impide construir algunas suposiciones. Una, el régimen no postulaba “amigotes” en el sentido más puro de la expresión, sino personas dotadas con cierta trayectoria y cuya incorporación implicaba dotar a la Corte, efectivamente, de algún tipo de legitimidad.56 Dos, y presuponiendo lo anterior, las personas designadas formaban parte de una especie de “inventario circulante”, por lo que se utilizaban cuando se requiriera cumplir con ciertas funciones. Tres, y asumida nuevamente la calidad de los sujetos, me parece que las designaciones se hacían tomando en cuenta un contexto más amplio que el de la Corte misma, específicamente, el mantenimiento del juego porfiriano completo, esto es, el mantenimiento de sus diversos equilibrios estructurales (grupales, regionales, etcétera).


        Partiendo de lo anterior, resulta más complejo rastrear las razones específicas que llevaron a la postulación de cada uno de los ministros que actuaron entre 1910 y 1914. Para hacerlo tendría que conocer el contexto preciso de cada año, las relaciones personales de todos ellos, el momentum de su fama o buen nombre, los compromisos y las enemistades con diversos actores, el tipo de mensajes que Díaz quisiera mandar, la necesidad de fortalecer o debilitar a la propia Corte dado el contexto de actuación que estuviera desarrollando, etcétera. Lo anterior escapa a mis conocimientos y posibilidades de reflexión, por lo que no intentaré hacerlo. Sólo digo que para mis objetivos no es necesario llegar a tal grado de detalle, pues no estoy construyendo biografías, sino una explicación funcional de la justicia mexicana en cierto periodo.


        Creo que con lo apuntado basta para saber que, como en tantas otras cosas, el manejo que Díaz hizo de las elecciones para la Corte le permitía cumplir con una variedad de propósitos. Por lo mismo y con base en las tres suposiciones hechas, quiero señalar que el modo en que se verificaron las designaciones no implica asumir sin más el grado de influencia que ejerció Díaz en la marcha de la Suprema Corte, en particular en el modo de resolución de los asuntos de su competencia. Por el contrario, y precisamente por la necesidad de “garantizar” diversos equilibrios, bien pudo mantener Díaz espacios de independencia judicial más o menos amplios en razón del tiempo que se vivía, del poder de los personajes involucrados o de la materia de que se tratara, por ejemplo. Hasta aquí y como únicamente he incursionado en el tema de las designaciones, el de la autonomía judicial y la independencia de los ministros tiene que construirse con otros datos y métodos, específicamente mediante el análisis de sus resoluciones jurisdiccionales, tarea que emprenderé más adelante.


        2. Magistrados y jueces



        Tocante a la designación de magistrados y jueces, y debido a la completa remisión que se hizo de la Constitución a la ley,57 el tema quedó previsto en su totalidad en dos ordenamientos. Primeramente, en el Título Preliminar del Código de Procedimientos Federales de octubre de 1900 se estableció que los primeros debían ser ciudadanos mexicanos en ejercicio de sus derechos, mayores de 35 años y contar con título de abogado (art. 17). Igualmente se estableció que la designación se hacía por el Ejecutivo federal a propuesta en terna de la Suprema Corte, la cual debía remitírsela dentro de los 15 días contados a partir de que se les comunicare la vacante y, en caso de que no fuere así, el Ejecutivo la haría “libremente”,58 pero en todo caso la protesta debía ser hecha ante el Pleno de la Suprema Corte (art. 69).59 Por lo que respecta a los jueces, se requería ser mayor de 25 años, estar en ejercicio de los derechos y contar con título de abogado (art. 27). En cuanto a las designaciones, el artículo 28 remitía expresamente al procedimiento previsto para los magistrados ya mencionado,60 y la protesta otorgarse ante el magistrado del respectivo Circuito, si estaba localizado en la capital, o ante el gobernador del Estado o la primera autoridad política del lugar en que estuviere (art. 69). En la Ley Orgánica de 1908 se mantuvo la estructura general del Código de 1900 tanto para magistrados como para jueces. Entre las pequeñas cuestiones que vale la pena advertir, se encuentra la reducción de la edad de los primeros, de 35 a 30 años (art. 12), la equiparación de requisitos entre propietarios y suplentes (arts. 14 y 24), haciéndose la excepción de que respecto de los jueces podía dispensarse el requisito profesional, siempre que “se dificulte hallar personas tituladas para proveer a los juzgados de distrito de los estados y territorios” (art. 24).61


        Bajo el sistema anterior, entre 1900 y 1910 fueron designados jueces de distrito las siguientes personas (cuadro 1):
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        En cuanto a los magistrados (unitarios) de Circuito, las Actas de la Suprema Corte únicamente registran los siguientes nombramientos (cuadro 2):


        
3. Nombramientos y función judicial



        La relación presentada en los cuadro anteriores, no indica, desde luego, orígenes y condiciones de los nombrados como jueces o magistrados en el periodo de estudio, a diferencia de lo que sí me fue posible obtener respecto de los ministros. Aun frente a la disparidad de datos, puedo decir a manera de conclusión, que el sistema que prevaleció en ese periodo para la designación de ministros, magistrados y jueces, no era el más propicio para mantener la independencia judicial.62 Además del complejo contexto político en que las designaciones debían hacerse y el papel del “gran elector”, debo destacar que la mecánica jurídica en cuanto tal era poco afortunada. Desde luego hay que resaltar el tan criticado asunto de la elección popular de los ministros, relacionada fuertemente con su falta de profesionalismo jurídico,63 a lo cual ya nos hemos referido y volveremos más adelante. Sin embargo, y adicionalmente a ello, está también lo relativo al sistema de designación de magistrados y jueces, donde de manera directa se le daba injerencia al Presidente de la República en la selección y, en último término, en la designación misma.64


        B. ESTABILIDAD



        Esta garantía jurisdiccional se constituye por los elementos constitucionales encaminados a lograr la permanencia de los juzgadores en el cargo por todo el periodo para el que hubieren sido designados, excluyendo la remoción derivada de los procesos de responsabilidad.65


        
1. Ministros



        El texto originario de la Constitución de 1857 preveía que los ministros durarían seis años en su encargo (art. 92); que éste únicamente sería renunciable por causa grave a juicio del Congreso o de la diputación permanente, ante quienes debería presentarse para su calificación (art. 95), y que ningún individuo podría desempeñar simultáneamente dos o más cargos de elección popular y que a él le correspondería decidir cuál mantendría (art. 118). La única modificación a este escueto sistema se dio con motivo del restablecimiento del Senado y la división competencial que ello implicó, de ahí que en abril de 1874 se modificara el artículo 72, quedando como facultad exclusiva de la Cámara de Diputados calificar y decidir sobre las renuncias de los ministros (art. 72, A, fracc. II).


        En las disposiciones secundarias se desarrollaron estos elementos constitucionales, introduciéndose algunas especificidades. En el Título Preliminar del Código de Procedimientos Federales del 3 de octubre de 1900, y luego de repetirse los contenidos constitucionales ya referidos (arts. 4o., 7o. y 8o.), se dispuso la manera de suplir las faltas temporales entre los ministros (art. 15); la competencia del Pleno para otorgarles licencias temporales mayores a 15 días (art. 63, VII), y la manera en que el presidente de la Corte designaría a los ministros que debieran suplir las faltas de otros (art. 64, II).66 Con mejor técnica legislativa, en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación del 16 de diciembre de 1908 no se repitieron los supuestos constitucionales y sí se precisó la manera de suplir las faltas de los ministros y las facultades del presidente y del Pleno al respecto (arts. 7o., 8o. y 41, II y V), así como para otorgar licencias (art. 40, XVI).


        Del conjunto normativo descrito salta a la vista la duración de los periodos de seis años. Ello debe ser contextualizado, sin embargo, dentro de la cuestión de la elección de los ministros, pues si lo que se buscó por el Constituyente de 1856-1857 fue su democratización, ello hubiera resultado difícilmente compatible con la existencia de nombramientos vitalicios. Esto último, dada la lógica seguida por aquel órgano, hubiera alterado el elemento republicano que, como se sabe, suele acompañar al democrático. No estoy juzgando ahora si la duración limitada resultaba o no correcta, sino únicamente afirmando que ésta era compatible con, insisto, el entendimiento general de los cargos de elección. Desde este punto de vista (y sólo desde él), el asunto de la independencia no parecería quererse hacer recaer tanto en la garantía de la estabilidad sino, más puntualmente, en el conjunto de los elementos que rodeaban la elección, destacadamente, y respecto de los ministros, en el frecuente llamado a los electores. Esto, sin embargo, plantea algunos problemas.


        Para comprender el contexto comencemos por recordar que entre 1857 y 1904, la elección del presidente era por cuatro años, los diputados se renovaban en su totalidad cada dos y los senadores, a partir de 1874, por mitad cada bienio. De esta manera, y como lo recomendaban o al menos trataban de justificarlo los autores de El Federalista, la diferencia de duraciones era una buena condición institucional para impedir que un solo órgano, o combinación de ellos, pudiera constituir en una sola ocasión a la totalidad o a la mayoría de otro, en este caso a la Suprema Corte. En segundo lugar, consideremos también que al no haberse establecido ningún tipo de restricción a la reelección de ministros sino, por el contrario y de manera creciente, lo deseable de ella, al menos como posibilidad normativa, bien pudo darse una larga estabilidad en el cargo. Sin embargo, de los 27 ministros cuyos currículos hemos analizado, 19 no lo hicieron y ocho sí. La proporción, menor de dos a uno, confirma una vez más la idea de que los ministros eran parte de un “inventario circulante” en la permanente búsqueda de equilibrios porfirianos.


        Partiendo de lo anterior y dado el contexto político-jurídico en que funcionaban las elecciones, la fijación de un periodo de nombramiento por seis años terminó siendo una gran limitante para la estabilidad en los cargos. La posibilidad de reelección no llegó a ser ningún correctivo para ello, en mucho por no haber existido las condiciones institucionales ni profesionales que le permitieran al electorado decidir a qué ministros deseaba mantener en la función y a cuáles no. Al no existir democracia, no existía el sistema de señales mediante las cuales los ciudadanos pudieran darle valor a la decisión constituyente de la reelección.


        Adicionalmente, y si bien es cierto que los periodos de ejercicio del cargo se encontraban fijados para seis años, importa destacar cómo es que buena parte de los ministros no llegaron a concluirlo. En algunos casos fue por muerte, en otros pocos por renuncia derivada de motivos personales y, en algunos más, por haberse dado una designación o elección para ocupar algún otro cargo. En general, la mecánica porfirista de los equilibrios por vía de las designaciones se impuso y, de este modo, dejó de acatarse la temporalidad prevista constitucionalmente. Aun cuando la garantía de estabilidad pudo tener un sentido relativizado por la reelección indefinida y de ese modo pudo haberse dado cierta congruencia con todo el modelo y satisfacción a la garantía de estabilidad, en realidad ésta resultó afectada. Un ejemplo nos sirve para comprender, así sea parcialmente, el modus operandi vivido. El 8 de mayo de 1906, Miguel Bolaños Cacho presentó su renuncia al cargo de ministro, señalando “que por tener que salir del país, por prescripción facultativa, en busca de salud, y como no le es posible prever el tiempo que ha de emplear, con ese objeto se ve en el caso de hacer, como lo hace, renuncia del cargo de Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación...”. Lo importante aquí es lo inverosímil de la versión, pues entre junio y julio de ese mismo año fue elegido senador propietario por el estado de Tamaulipas.67


        2. Magistrados y jueces



        Por lo que se refiere a la estabilidad de magistrados y jueces dejé asentado que en la Constitución no se precisó garantía alguna al respecto. En el Título Preliminar del Código de Procedimientos Federales de octubre de 1900 se previó que los magistrados durarían cuatro años en el ejercicio de su cargo, “contados desde la fecha de su nombramiento, no pudiendo ser removidos sino por causa justificada y previo el juicio correspondiente” (art. 23), lo cual era aplicable también para los jueces (art. 32).68 En la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación de diciembre de 1908 se repitió la misma condición de estabilidad tanto para magistrados (art. 18) como para jueces (art. 27).


        Al mencionar las condiciones de nombramiento de jueces y magistrados, me pronuncié por lo indebido que resultaba la intervención del Presidente de la República y del Pleno se la Suprema Corte. La garantía de estabilidad reducida a cuatro años venía a ser un elemento determinante de, y al menos como posibilidad y en el diseño, la clara reducción de las garantías judiciales. El Presidente, en efecto, hacía los nombramientos por cuatro años, al final de los cuales no existía ninguna obligación jurídica de ratificación o nombramiento; la Corte, a su vez, proponía esos nombramientos por los mismos cuatro años. En ese contexto institucional, ¿qué posibilidad tenía de volver a ser propuesto o designado aquel que hubiera realizado una actividad judicial completamente autónoma e independiente?


        3. Estabilidad y función judicial



        La solución dada para ministros, magistrados y jueces era inadecuada para la independencia judicial federal. Los primeros quedaron sometidos a la lógica electoral propia del sistema de designaciones, esto es, a las renovaciones periódicas que, se entiende, son propias de ese tipo de procesos. Los segundos quedaron sujetos a procesos de renovación en los que eran los propios ministros pero, sobre todo y finalmente, una de las más importantes autoridades responsables de todo el país, la que llevaba a cabo la designación; el sistema, por decir lo menos, garantizaba altos grados de sometimiento, en última instancia a Díaz —en su carácter de gran controlador de los procesos electorales (ministros) o, más simplemente, aprobador final de jueces y magistrados—, pero también a los propios ministros en tanto generadores de los nombres a aprobar. Llama mi atención el hecho de que en ningún caso se removió a los juzgadores federales por la vía del juicio político u otra forma abierta de destitución. Lo más lamentable es que, tal vez, no era necesario hacerlo así.


        C. REMUNERACIÓN



        La garantía de remuneración consiste en la previsión constitucional de las condiciones del ingreso mínimo y de seguridades en la percepción durante el encargo, a efecto de mantener la independencia de los jueces respecto de quienes pueden representar frente a ellos diversos intereses, normalmente litigiosos. Al respecto, el artículo 120 de la Constitución de 1857 disponía en su texto original lo siguiente: “El Presidente de la República, los individuos de la Suprema Corte de Justicia, los diputados y demás funcionarios públicos de la federación de nombramiento popular, recibirán una compensación por sus servicios, que será determinada por la ley y pagada por el tesoro federal. Esta compensación no es renunciable y la ley que la aumente o la disminuya no podrá tener efecto durante el periodo en que un funcionario ejerce el cargo”.69


        Este precepto llama la atención en tanto incorpora supuestos que suelen estar diferenciados. Por una parte, y como se hace en un número importante de constituciones, se garantiza a los funcionarios públicos un ingreso por los servicios que presten pero, en el caso concreto, únicamente a los mencionados expresamente y a los “demás funcionarios públicos de la federación de nombramiento popular”, por lo cual quedan fuera aquellos que no estuvieren señalados expresamente o no provinieren de un origen electoral. En segundo lugar, lo que en buena parte de las constituciones modernas es una garantía exclusivamente judicial a efecto de impedir la disminución de los ingresos durante el ejercicio del cargo, en el artículo citado se extendía a la totalidad de los funcionarios mencionados.70 Finalmente, ni la garantía de remuneración ni la de irreductibilidad se otorgabana los jueces y magistrados, con lo cual quedaba claramente desprotegido este segmento de la actividad jurisdiccional.
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        Con independencia de lo atípico de las garantías expuestas, lo cierto es que la determinación del monto inicial y, por lo mismo, del que en principio debiera mantenerse durante el término del encargo de determinado ministro, magistrado o juez, debía ser establecida por los diputados en el correspondiente presupuesto de egresos (art. 72, VII y, a partir de 1874, 72, A, VII, const.). Por lo mismo, más que analizar la mecánica presupuestal de aquellos años consideraré, a partir de los datos que me proporcionó mi alumno Sergio Tonathiu Plata Ortiz, los sueldos de estos juzgadores en sí mismos y en relación con los de otros funcionarios de la época, para así tener una dimensión cabal de lo que significaban.71


        Estos datos ponen de manifiesto varias cosas. En primer lugar y de manera general, el mantenimiento de los salarios nominales constantes en el periodo que estamos analizando, pues salvo para algunos funcionarios no hubo incrementos nominales.72 Los únicos casos de excepción son precisamente los judiciales. En el Presupuesto de Egresos de 1905, los jueces de Distrito y los magistrados de Circuito tuvieron un incremento de 562.1 pesos anuales, al pasar de 4 000.4 a 4 562.5 pesos por año,73 y en el de 1907 de 912.5 pesos anuales, al alcanzar la de 5 475.0 pesos por año.74 Tratándose de los ministros, hay un pequeñísimo incremento en el Presupuesto de 1906 que por lo demás y de un modo igualmente modesto se dio para otros servidores públicos, así como uno de importancia en 1909, al pasar de 6 004.3 pesos a 9 125.0 pesos anuales, mismo que les significó un incremento de 39.12% en términos reales, el cual contrasta seriamente con el decremento de 8.46% del resto de los funcionarios federales. En segundo lugar, destaca el importante diferencial de sueldos entre distintos funcionarios públicos. Así, por ejemplo, el que mayoritariamente prevaleció entre el Presidente de la República y los ministros a lo largo del periodo fue de poco más de ocho veces, mientras que el de los secretarios de Estado respecto a los ministros fue de dos y medio veces más. En tercer lugar, llama la atención la diferencia entre los ingresos de los ministros y los de los jueces y magistrados federales, pero también la igualdad de los ingresos entre estos últimos y los magistrados del Distrito Federal, salvo por lo que hace a los años de 1903 y 1906. Sobre esto, Limantour señalaba en sus memorias:
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        La insuficiencia de los sueldos era de consecuencias todavía más graves en el personal del Ramo de Justicia, porque no permitía dotar a la Nación de los Tribunales capaces e imparciales, reforma que fue seguramente una de las que con mayor razón reclamaba la opinión pública. Lo poco que se hizo, en el sentido indicado, fue por decirlo así, obra espontánea de la Secretaría de Hacienda que propuso el aumento de sueldos, en vista del buen resultado pecuniario que dio el ejercicio económico de [en blanco en el original]; y si el aumento no fue, ni con mucho, todo lo que era de desearse, se debió a los grandes obstáculos con que se vieron enfrentados el señor Presidente y el Ministro del Ramo para eliminar aquellas personas, desgraciadamente muy numerosas, que eran el desdoro de la Administración de Justicia, y sustituirlas al propio tiempo por otras que fueran notoriamente dignas del cargo. Igual obstáculo encontró, para su realización, la otra reforma de la inamovilidad de los Magistrados y Jueces, que no convenía llevar a cabo sin la previa depuración del personal.75


        Sin entrar a discutir aquí sus afirmaciones sobre quienes daban lugar al “desdoro” de la administración de justicia, me parece que el aumento al cual se refiere corresponde al Presupuesto de 1907, pues si bien es cierto que a los ministros no se les aumentó el salario, sí se hizo respecto de los demás funcionarios judiciales federales y del Distrito Federal.76 Por otra parte, sí resultó fundada la preocupación de Limantour en cuanto al bajo nivel de los sueldos judiciales, como se desprende de una sencilla comparación entre lo ganado por el Presidente de la República y los servidores públicos de su gobierno y los funcionarios judiciales, pero no así respecto a lo que correspondía a diputados y senadores federales.


        Lo expuesto me permite formular tres breves conclusiones en torno a la garantía de remuneración: una, que el sistema constitucional establecido era defectuoso al no incorporar todos los elementos que hubieran favorecido una adecuada protección a los juzgadores federales, especialmente en lo tocante a jueces y magistrados; dos, que los diferenciales de sueldos entre los juzgadores y los funcionarios de la administración pública federal eran importantes, y muestran la “relevancia” que se le daba a la función jurisdiccional en el régimen de Díaz; tres, que la falta de incrementos continuados produjo una seria pérdida de poder adquisitivo que sólo en parte fue compensada con los aumentos de los años 1905, 1907 y 1909 y, previsiblemente, pudo hacer más vulnerables a los juzgadores remunerados por la Federación.77


        D. RESPONSABILIDAD



        Con esta garantía suelen quedar comprendidos los procedimientos establecidos para imponer sanciones a los juzgadores que cometen errores inexcusables, faltas o delitos en el ejercicio de sus funciones, admitiéndose hoy las modalidades política, penal, administrativa, civil y patrimonial.78 Se acepta que se trata de una garantía para los juzgadores en tanto que sólo por los motivos de responsabilidad expresamente previstos en los ordenamientos legales y, particularmente en la Constitución, pueden llegar a ser sancionados.79


        1. Ministros



        En el texto originario de la Constitución de 1857 se estableció que, entre otros funcionarios, los “individuos” de la Suprema Corte eran responsables por los delitos comunes que cometieran durante el tiempo de su encargo, así como “por los delitos, faltas u omisiones en que incurran en el ejercicio del mismo” (art. 103). Tratándose de los primeros se previó la necesidad de retirar lo que indebidamente se llamó “fuero” cuando, técnicamente, era una “inmunidad procesal”. En el artículo 104 se dispuso que el Congreso, erigido en Gran Jurado, declararía por mayoría absoluta de votos si era el caso proceder o no contra el acusado y, en caso de que la resolución fuere negativa, no habría lugar a ningún procedimiento ulterior, y si era positiva, el funcionario quedaría separado de su encargo y sujeto a la acción de los tribunales comunes. A su vez, se disponía que si se trataba de delitos oficiales, el Congreso actuaría como órgano de acusación y la Suprema Corte como órgano de sentencia, la cual podía llegar a aplicar, por mayoría absoluta de votos, la pena que la ley previera (art. 105). Sobre los delitos oficiales también se estableció que pronunciada la sentencia condenatoria no podría concederse indulto (art. 106) y que la responsabilidad sólo podría exigirse durante el tiempo de ejercicio y un año después de concluido (art. 107). Finalmente, se prescribió que en demandas del orden civil no habría fuero ni inmunidad para ningún funcionario (art. 108).


        Con motivo del restablecimiento del Senado en 1874, se modificaron los artículos 104 y 105. El primero de ellos para asignar la competencia en la materia a la “Cámara de Representantes” y no ya al Congreso; el segundo, para suprimir la competencia a la Suprema Corte para actuar como jurado de sentencia, dado que la misma se transmitió, precisamente, a la Cámara de Senadores. Por último, el 6 de mayo de 1904 se reformó el artículo 103 para hablar de ministros de la Suprema Corte en lugar de “individuos” y para incorporar a los senadores y al vicepresidente.


        Acercándonos al periodo que aquí me interesa destacar y tocante a la llamada “responsabilidad oficial”, el 5 y el 6 de junio de 1896 se publicó la Ley Reglamentaria de los Artículos 104 y 105 Constitucionales,80 lo que como acabamos de ver incluyó tanto los delitos del orden común como los llamados “oficiales”. En cuanto a los primeros, se previeron los siguientes supuestos: la necesidad de contar con la declaración de procedencia de la Cámara de Diputados erigida en Gran Jurado (art. 5o.); que los funcionarios con fuero lo tendrían desde el día de la correspondiente elección (art. 6o.); que el “fuero” no podía extenderse a aquellas conductas, así fueren oficiales, que se realizaran más allá de las funciones propias del cargo al cual correspondía (art. 7o.); que en la Cámara de Diputados habría una sección instructora de 16 individuos (art. 10); que a la Cámara podían acudir los individuos que consideraran que los sujetos de “fuero” habían cometido un delito o éstos podían solicitarle a la Cámara que lo declarara cuando se le quisiera someter o hubiera sometido a un proceso (art. 14); que a la comisión instructora correspondía desahogar el procedimiento y poner el asunto en estado de resolución (arts. 15-22), y que esta última debía tomarse por la Cámara erigida, como ya se dijo, en Gran Jurado (arts. 23-25).


        Tratándose de los delitos oficiales, la propia Ley Reglamentaria disponía que cuando la Cámara tuviere noticias de su comisión, debía pasarse el asunto a la sección instructora para que, siguiendo las reglas previstas en el Código de Procedimientos Penales del Distrito Federal, hiciera constar, dicho en lenguaje moderno, el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad, presentara formal acusación en contra de quien resultara presuntamente responsable y le diera todas las garantías de defensa (arts. 27-29). Por otra parte, a la sección instructora correspondía abrir el proceso a pruebas y alegatos y presentar un proyecto de resolución a fin de que determinara si había quedado demostrada o no la existencia del delito y de agravantes o atenuantes, así como lo relativo “a la culpabilidad ó inocencia del funcionario acusado” (arts. 30-32). A partir de este dictamen, la Cámara se erigía en jurado de acusación a fin de tomar la correspondiente decisión (arts. 33-36). Si esta última fuere aprobatoria, se enviaba al Senado, cuya comisión instructora daba vista al acusado para que formulara sus defensas (art. 37), y pasado el término otorgado, la comisión formularía su dictamen para ser entregado al Pleno a fin de que lo votara y, en su caso, impusiera la sanción correspondiente (arts. 38-42).81


        Si nos preguntamos por los delitos comunes que podían llegar a cometer fuera de servicio quienes se desempeñaban como ministros, desde luego estaban todos los previstos en el Código Penal para el Distrito Federal y Territorio de la Baja California sobre Delitos del Fuero Común, y para Toda la República sobre Delitos Contra la Federación, del 7 de diciembre de 1871,82 así como, en su caso, los especiales que en otros ordenamientos se fueron previendo con el pasar de los años.83 En cuanto a los llamados “oficiales”, es necesario hacer dos distinciones. Por una parte, y sólo respecto de los servidores públicos a que hacía referencia el artículo 103 de la Constitución (esto es y para lo que aquí interesa, los ministros pero no los jueces ni los magistrados), el artículo 1059 del propio Código Penal disponía que se les castigaría con las penas señaladas en la Ley del Congreso General sobre Delitos Oficiales de los Altos Funcionarios de la Federación, del 3 de noviembre de 1870,84 por “todo ataque á las instituciones democráticas, á la forma de gobierno adoptada por la Nación, ó á la libertad de sufragio en las elecciones populares, la usurpación de atribuciones, la violación de alguna de las garantías individuales, y cualquiera otra infracción de la Constitución y leyes federales que en el desempeño de su encargo cometan, así como las omisiones en que incurran...”85 Por otra parte, el artículo 1060 disponía que cualquier otro delito de tales funcionarios que no estuviera enumerado en el artículo 1059, se castigaría con arreglo a las prevenciones del propio Código.86


        Considerados en conjunto los preceptos que hemos explicado, finalmente hay tres modalidades de sanción: una, por las conductas específicamente identificadas en el artículo 1059 por su contenido material, mismas que se castigaban conforme a la ley de 1870 ya citada; otra, por las violaciones a la Constitución y a las leyes federales previstas de manera general en la segunda parte de este mismo precepto y sancionables en los mismos términos que las anteriores; finalmente, por el conjunto de delitos previstos en principio en el Código Penal (y luego, en su caso, en las correspondientes leyes especiales), sancionables conforme al propio Código (o, en su caso, a la ley especial de que se tratare). Lo que de lo anterior queda claro es la reiteración en el defecto técnico en que incurrió el Constituyente, pues los que debieran ser supuestos de conducta política que pudieran llevar a las consiguientes “pérdida de confianza política” y separación del cargo (impeachment),87 terminaron siendo considerados delitos que, sin embargo, eran conocidos, resueltos y sancionados por un órgano también político manteniéndose, sin embargo, la posibilidad de sancionar como delitos otras conductas realizadas en ejercicio del cargo por parte de autoridades judiciales y previa remoción del “fuero” o inmunidad procesal.88


        
2. Magistrados y jueces



        Un tema diverso al de los ministros es, desde luego, el que tiene que ver con la responsabilidad de jueces y magistrados. A diferencia de lo que acontece actualmente, ni en la Constitución de 1857 ni en sus reformas tales funcionarios fueron considerados. Por lo mismo, no gozaban de inmunidad procesal (“fuero”)89 ni estaban sometidos a un proceso constitucional específico por la comisión de delitos oficiales, ni se preveían penas propias para ellos (como sí sucedió con los ministros).90 Sin embargo, tanto en el Código Federal de 1900 como en la Ley Orgánica de 1908 se previó un proceso particular para la responsabilidad de magistrados y jueces por la comisión de delitos oficiales. Respecto de los primeros se preveía que la Tercera Sala conocería en primera instancia de ellos y la Segunda Sala de la correspondiente apelación.91 Sobre la que se imputara a los jueces, los tribunales unitarios conocerían de la primera instancia y la Tercera Sala de la Corte de la apelación.92 Dicho de otra manera, jueces y magistrados podían ser sometidos a proceso penal sin previa declaración de procedencia del Congreso o, con posterioridad, de la Cámara de Diputados, y en caso de haber cometido un delito en ejercicio de funciones, por ejemplo cualquiera de los previstos en el señalado Título Undécimo del Código Penal de 1871, se les seguiría proceso penal ordinario ante órganos ordinarios competentes para ello.


        3. Balance



        Al considerar en conjunto el sistema descrito, tenemos que el mismo no era adecuado para proteger la independencia judicial.93 Desde luego salta a la vista la notable diferencia de trato para los jueces y los magistrados respecto del de los ministros y, en este sentido, la escasa protección de los primeros en el ejercicio de sus funciones judiciales, primordialmente por la total ausencia de inmunidad procesal. Sin embargo, aun tratándose de los ministros, resulta extraño que en los supuestos del juicio político terminaran mezclándose conductas políticas específicas y delitos cometidos en ejercicio de funciones, tal como lo evidencia la redacción de los preceptos constitucionales señalados y del artículo 1059 del Código Penal. Todo esto pone de manifiesto el error conceptual que se dio a lo largo de los debates del Congreso Constituyente, pues el impeachment es una cosa, y se da cuando se han cometido graves faltas en contra del orden jurídico y de ahí que bien pueda hablarse de una especie de “pérdida de confianza política”, y otra muy distinta es someter a un proceso desahogado y resuelto de manera política las conductas de ciertos funcionarios consideradas delictivas.94 A final de cuentas, me parece que jurídicamente hablando no se dotaba a los juzgadores federales de una sólida garantía jurisdiccional de responsabilidad, tanto por existir notables ausencias en unos casos como por operarse en otros con una confusión tal, que únicamente podía perjudicarlos.
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          14 Colección legislativa completa de la República mexicana con todas las disposiciones expedidas para la Federación, el distrito y los territorios federales, continuación de la Legislación mexicana de Dublán y Lozano, t. XL, 1910, p. 393.


          15 Ibid., pp. 502-503.


          16 Colección legislativa completa de la República mexicana con todas las disposiciones expedidas para la Federación, el distrito y los territorios federales, continuación de la Legislación mexicana de Dublán y Lozano, t. XLII, 1911, pp. 112-113.


          17 Ibid., p. 204.


          18 México, Porrúa, 1964.


          19 México, Suprema Corte de Justicia, 3 vols., 2001.


          20 “Breves apuntes biográficos de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1856-1913”, Homenaje de la Suprema Corte de Justicia a la Constitución de 1857, México, Suprema Corte de Justicia, 1857, pp. 3-18.


          21 Quiero dejar en claro que no todos los datos coinciden en lo referente a lugares de nacimiento o actividades, pero en todo caso expondré los más comunes o, al menos, los que entre los propios autores considerados, gozan de mayor generalización. Igualmente, en cuanto a la sobreposición de fechas entre los presidentes de la Corte, González de Cossío expone que ello puede deberse a que varios de ellos cubrieron ausencias temporales de los correspondientes titulares (“Lista de Presidentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1856-1913”, ibid., pp. 19-20).


          22 En diciembre de 1911 concede el amparo —con su voto particular— y reconoce personalidad jurídica a las comunidades indígenas. Cuando el gobierno del presidente Madero se desestabiliza, el ministro Emilio Álvarez propone al Pleno, el 5 de marzo de 1912, que la Suprema Corte dirija al pueblo “un llamamiento en nombre de la Patria y de la ley en el que, exponiendo la situación en que se encuentran parte de los Estados de la República, es inconveniente que se prolongue e invada otros lugares, con perjuicio del buen nombre de la Nación en el exterior y de que continúe en su progreso interior”. Y agrega que se le hagan ver “los deberes que todo ciudadano tiene para velar por el respeto de la autoridad legítimamente constituida y porque no se vulnere de modo alguno la ley constitucional y se agrupen al lado del Gobierno (...) para que pueda realizar la obra que el pueblo le encomendara...” La proposición del ministro Álvarez es desechada por la Corte. El 19 y el 21 de febrero de 1913, el Pleno de la Suprema Corte decide apoyar al gobierno de Victoriano Huerta. El ministro Álvarez falta a las dos sesiones, por lo que no firma el texto de felicitación que el alto Tribunal dirige al dictador. Al respecto, cfr. L. Cabrera, La Suprema Corte de Justicia a principios del siglo XX. 1901-1914, pp. 23, 42, 75, 101, 328 y 471.


          23 Sobre la importancia de sus trabajos como indigenista, cfr. M. González Navarro, El Porfiriato. La vida social, en D. Cosío Villegas (dir.), Historia moderna de México, t. IV, México, Hermes, 1973, p. 276.


          24 En El Imparcial del 9 de noviembre de 1904 (p. 1) se informó que ocupó la vicepresidencia de la Corte con motivo de la licencia otorgada al ministro García Méndez.


          25 El Imparcial, 28 de febrero de 1905, p. 1.


          26 Moisés González Navarro lo identificó, junto con el omnipresente Emeterio de la Garza, entre los integrantes de la mesa directiva que en 1905 tuvo la Junta Central Porfirista, relanzamiento de la Sociedad Amigos del Presidente. Al respecto, cfr. González Navarro, op. cit., p. 400.


          27 Aunque Bullé Goyri mostró simpatía por Victoriano Huerta desde el inicio de su régimen, el 17 de julio de 1914 propuso al Pleno protestar contra el primer párrafo de su renuncia a la Presidencia de la República por asegurar que el Congreso de la Unión y la Suprema Corte le habían indicado en febrero de 1913 que existían “necesidades públicas para asumir la primera magistratura”. Sólo los ministros González y Díaz Lombardo aprobaron esta protesta. Al respecto, cfr. L. Cabrera, La Suprema Corte de Justicia a principios del siglo XX. 1900-1914, op. cit., pp. 42, 76-77, 100-101 y 484-487.


          28 Cfr. El Imparcial, 8 de mayo de 1911, pp. 1 y 4, sobre las justificaciones que dio el General Díaz para llevar a cabo tal designación personalísima. Sobre el papel que desempeñó este ministro, cfr. los anexos de la autobiografía de Limantour, Apuntes sobre mi vida pública, México, Porrúa, 1965, p. 324 y ss.


          29 En la edición de El Imparcial del 10 de noviembre de 1912 se daba cuenta de la asistencia de este personaje, junto “con lo más granado de la sociedad mexicana”, a la inauguración de ciertas secciones del Jockey Club.


          30 El Imparcial, 1 de julio de 1901, p. 1.


          31 Ibid., 26 de julio de 1914, p. 9.


          32 Agradezco a Elisa Speckman el que me haya proporcionado algunos de los datos acabados de mencionar.


          33 Sin embargo, en la edición del 25 de junio de 1914 del diario El Imparcial, se da noticia de su muerte.


          34 En el informe presentado por el presidente de la Corte, Félix Romero, aparece nuevamente Juan García Peña como ministro en el año de 1907. Es extraño que los ministros Miguel Bolaños Cacho, Manuel García Méndez, Juan García Peña y Pudenciano Dorantes firmaran un fallo el 2 de marzo de 1912, cuando ya se habían retirado o jubilado del alto Tribunal para estas fechas. La única explicación es que hubieran estado enfermos o con licencia cuatro de los magistrados titulares y los cuatro mencionados arriba firmaron con carácter temporal. Cfr. L. Cabrera, La Suprema Corte de Justicia a principios del siglo XX. 1901-1914, op. cit., pp. 109, 328.


          35 Ramón Prida señalaba que durante la administración de Díaz no se le declaró caduca una concesión de Aguas en Aguascalientes y se le otorgó otra para el Ferrocarril de Monterrey al Golfo, conjuntamente con el general Gerónimo Treviño (¡De la dictadura a la anarquía!: Apuntes para la historia política de México durante los últimos cuarenta y tres años, 1871-1913, México, Botas, 2a. ed., 1958, pp. 129 y 135).


          36 En el libro de Clementina Díaz y de Ovando, Escenarios gastronómicos. Banquetes y convites 1810-1910 (t. I, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2011), se señala que De la Garza “asistió al banquete de toma de posesión del Presidente de la República” celebrado el domingo 2 de diciembre de 1900 y al ofrecido el 2 de septiembre de 1901 al gobernador del Distrito Federal, Ramón Corral (pp. 419 y 426, respectivamente). Su nombre vuelve a aparecer en el ofrecido el 12 de diciembre de 1908 al subsecretario de Guerra y Marina (p. 551). Dejo señalados estos datos y los de la nota siguiente a fin de tratar de extraer algunas conclusiones sobre el papel social de los ministros en la parte final de este capítulo. En la edición de El Imparcial del 5 de agosto de 1904 se dio cuenta en la sesión de sociales que viajaría con toda su familia a Estados Unidos. José C. Valadés apuntaba que este personaje contaba con 1 641 000 hectáreas en su natal Coahuila (El Porfirismo. Historia de un régimen, t. II: El crecimiento, I, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1987, p. 279).


          37 En los Apuntes biográficos de los miembros más distinguidos del Poder Judicial de la República mexicana de Lázaro Pavía (t. I, México, Tipográfica e Imprenta de F. Barroso y Co., 1893), se agrega que fue profesor de matemáticas en Chihuahua, miembro de la Real Academia de Legislación y Jurisprudencia de México, grado 33 del R.E.A.A. y miembro del Supremo Consejo de éste y dignatario de la Gran Dieta Simbólica de los Estados Unidos Mexicanos (pp. 102-105). En el Diccionario biográfico mexicano. Apéndice, de Miguel Ángel Peral (México, Editorial Pac, 1944) se dice que fue autor de varios trabajos jurídicos especializados, primordialmente en materia de amparo. Llama la atención que Horcasitas asistiera a los mismos dos banquetes que De la Garza, citados en la nota anterior. Dice González de Cossío: “Tocóle resolver en la célebre cuestión de la deuda inglesa, habiendo confirmado su sentencia la Suprema Corte”, op. cit., (p. 10).


          38 En el Diccionario biográfico mexicano de Peral se señala que nació en Tehuantepec, Oaxaca, obtuvo el título de abogado en el Instituto de Ciencias y Artes del Estado y fue gobernador de Oaxaca en tres ocasiones: del 19 de noviembre de 1896 al 1 de febrero de 1897; del 1 de marzo al 1 de julio de 1898 y del 20 de noviembre de 1900 al 16 de abril de 1901.


          39 Agradezco a Elisa Speckman el que me haya proporcionado algunos de los datos acabados de mencionar.


          40 Ciro B. Ceballos señalaba en sus memorias que para encarcelar a unos periodistas, Olivera Toro había sustentado una interpretación “psicológica” que en lo sucesivo fue muy útil para encarcelar a otros periodistas. Al respecto, cfr. su Panorama mexicano 1890-1910 (México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2006, pp. 326-327). Conviene apuntar que al decir de Luz América Viveros Anaya, tales memorias fueron escritas entre 1930 y 1938. (“Estudio introductorio” p. 10).


          41 El Imparcial, 23 de mayo de 1906, p. 2.


          42 J.L. González A. Carrancá, “Estudio introductorio” a la obra de Ricardo Rodríguez, El Procedimiento Penal, México, Oficina Tipográfica de la Secretaría de Fomento, 1900, pp. iii-vi. Se cita por la edición facsimilar publicada por el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, México, 2002.


          43 De él se expresaba en términos muy elogiosos Ciro B. Ceballos, op. cit., pp. 392-393.


          44 Agradezco a Elisa Speckman el que me haya proporcionado algunos de los datos acabados de mencionar.


          45 El 16 de mayo de 1903 y sin ser todavía, como es claro, ministro de la Suprema Corte, asistió al banquete ofrecido por Pablo Macedo a nombre de los correspondientes anfitriones. Cfr. Clementina Díaz y de Ovando, op. cit., p. 482.


          46 Cfr. El Imparcial, ediciones del 27 y 31 de marzo de 1911, pp. 1 y 1, respectivamente.


          47 Agradezco a Elisa Speckman el que me haya proporcionado algunos de los datos acabados de mencionar.


          48 De él decía su cuñado, José Juan Tablada, que era “el hombre de más cabales virtudes públicas y privadas que me haya sido dado conocer”. La feria de la vida. Memorias I. Obras IX, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 2010, p. 350; Valadés lo consideraba junto con Casasús y Chavero, “tres buenas cabezas por su ilustración”, op. cit., p. 36.


          49 F.-X. Guerra, México: del antiguo régimen a la Revolución, t. I, pp. 117-118.


          50 Esta última tesis sostenida recientemente por algunos autores, destacadamente por María Luna Argudín en El Congreso y la política mexicana, México, El Colegio de México/Fondo de Cultura Económica, 2006, pp. 518-521, por ejemplo.


          51 El Porfirismo. Historia de un régimen, t. II: El crecimiento, II, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1987, p. 303.


          52 Un testimonio indirecto pero interesante se encuentra en las memorias de Ciro B. Ceballos, op. cit., pp. 37-38.


          53 México, Suprema Corte de Justicia, 1998, p. 574 y ss. Como ya se apuntó, Moreno Cora fue electo ministro el 22 de septiembre de 1898; el 31 de mayo del año siguiente fue electo por unanimidad de votos presidente de la Suprema Corte. En mayo de 1900 dejó de ocupar este último cargo y en octubre de 1902 renunció al de ministro.


          54 Ibid., p. 576.


          55 Ibid., p. 577.


          56 Sobre este particular, Moreno Cora op. cit., escribió las siguientes opiniones respecto de 11 ministros con los que llegó a trabajar: Buelna, enfermo y poco participativo, pero inteligente y honrado; Castañeda, muy estudioso y muy escrupuloso, aun cuando con poca capacidad para expresarse; Dorantes, inteligente pero gobiernista; García Méndez, poco participativo; Gómez, conocedor del derecho civil, pero difuso; Horcasitas, inteligente, estudioso y muy disputador; Osio, buen jurisconsulto, honrado y muy escrupuloso; Romero, buen ministro, pero con recovecos de “político antiguo”; Ruiz, instruido, pero de opiniones ligeras; Sierra, no iba a la Corte más que a escribir sus artículos literarios; Zárate, inteligente y honrado, pero carente de conocimientos técnicos por no ser abogado (pp. 581-584).


          57 Sobre las posibles causas de esta delegación, cfr. E. Ruiz, Derecho constitucional, México, Tipográfica de Aguilar e hijos, 2a. ed., 1902, pp. 330-331. Se cita por la edición de la Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1978.


          58 Justo Sierra escribió desde agosto de 1876 lo inadecuado de que el Presidente de la República participara en la designación de los jueces de Distrito. Al respecto, cfr. “Los jueces de distrito”, El Bien Público, México, 18 de agosto de 1876. Se cita por las Obras completas, IV. Periodismo político, México, Universidad Nacional Autónoma de México, 1977, pp. 88-89. También se expresó así Genaro B. Ramírez en su artículo “Breves comentarios al Código de Procedimientos Federales”, en Comentarios breves sobre la legislación patria escritos por varios abogados en obsequio del benemérito General de División don Porfirio Díaz, México, La Europea, 1900. Se cita por la edición facsimilar de la Suprema Corte de Justicia, México, 2006, pp. 456-457.


          59 El nombramiento de los magistrados suplentes a que anteriormente aludimos se hacía en los mismos términos que tratándose de los propietarios, debiéndose hacer notar que para ello no se exigía el título de abogado (art. 19), pero que en caso de que no lo fueren, debían asesorarse y pagar los correspondientes honorarios (art. 74).


          60 En cuanto a los jueces, operaba el mismo sistema de suplencias que el de los magistrados, sin que tampoco se les exigiera contar con título de abogado (art. 29).


          61 En esta ley se mantuvo que los suplentes que no fueren abogados debían consultar con asesor y correr por su cuenta la remuneración (art. 55).
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‘Cuapro 1. Nombramientos de jueces de Distrito, 1900-1910

Ao Nin. Juez Nombrado Dishito
1900 1 José Padilla I3defebrerode 1900 Oaxaca
2 Benigno Frias Camacho 16 dejunio de 1900 Chihuahua
3 PedroMorales Elizondo 16 dejunio de 1900 Tamauli
4 José V.Castillo Glegibleenel acta) Veraci
5 SantiagoS. Suarez 19 dejunio de 1900 Coahuila
6 Joaquin Colero 21 dejulio de 1900 Hidalgo
7 Luis). Garcia 27 dejulio de 1900 Tiaxcala
8 Joaquin Sandoval 25 deseptiembrede 1900 Pucbla
9 Adolfo Enciso Alvarez. 25 deseptiembrede 1900 Zacatecas
10 Andrés Torres (er.suplente) 25 deseptiembrede 1900 Guanajuato
11 JoséG. Lopez Velarde (suplente) 28 de septiembrede 1900 Aguascalientes
12 Miguel Ferndndez Ledesma 28 deseptiembrede 1900 Aguascalientes
(suplente)
13 Jests Maciel 28 de septiembre de 1900 Michoacdn
14 Gabriel Estrada 2deoctubrede 1900 Querdtaro
Frmesto Romero 23deoctubrede 1900 Tamaulipas
1901 16 Cayetano Catellos 9demayode 1901 Guerrero
17 Rogue Luna (suplente) 10demayo de 1901 NuevoLeén
18 Luis Garcia 9deagostode 1901 Campeche
19 José Francisco Bi_ 10deagostode 1901 Oaxaca
Glegible en el acta)
20 Ranulfo Pérez Montaiio 24deagostode 1901 Tamaulipas
21 Miguel LarayLira 20dediciembre de 1901 Tepic
1902 22 HilarioSilva I3demarzode 1902 Aguascalientes
2 Ignacio 13demarzode 1902 Colima
2 Alberto 19 deabril de 1902 Durango
25 Juan Chévez Gonzales (suplente) 19 deabril de 1902 Durango
26 Carlos Villareal (suplente) 19 deabril de 1902 NuevoLeon
27 Andrés Calcaneo Ledn (suplente) 19 deabril de 1902 Tabasco
28 Benjamin D, Gives 22 deabril de 1902 Veracruz
29 Adalberto Andrade 5dejunio de 1902 Estado de México
30 Alberto Morfin 1dejulio de 1902 Guerrero
31 LorenzoRoel 10dejuliode 1902 NuevoLedn
32 Gustavo Susarte Campos 12dejuliode 1902 Campeche
1903 33 Cristdbal C. Chapital 23decnerode 1903 Distrito Federal
34 Miguel Loz 2dejunio de 1903 Yucatin
1904 35 Manuel GalindoBarrera (suplente)  23de febrerode 1904 Coahuila
36 Sinches Iduarte (ilegibleen el acta) Tabasco
37 Juan Pérez de Leon Gilegible enel acta) Distrito Federal
38 Sebastidn Vargas (suplente) 2demayode 1904 Chihuahua

Adalberto Lorneo
Benigno Frias Camacho
Cisco Arredondo

10dejunio de 1904
2dejuliode 1904
2dejuliode 1904

Michoacin
Chihuahua
Coahuila -
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Cuapro 1. Nombramientos de jueces de Distrito, 1900~1910 (continta)

Ao Nin. Juez Nonbrado Disrito
1904 42 Luis). Garcia 6deagostode 1904 Tlaxcala
43 Raul_orres Ugarto (Gilegibleen el acta) Durango
(suplente) (ilegible enacta)
44 Enciso Aloares 2deagostode 1904 Zacatecas
45 TomdsOrtiz I5deoctubrede 1904 San Luis Potosi
46 Villabaldo Flores R. 17deoctubrede 1904 Pucbla
47 Daniel M. Chévez 18 de noviembre de 1904 Aguascalientes
1905 48 GustavoJusarte Campos 2dejunio de 1905 Veracruz
49 Enrique C. Judrez (suplente) 2dejunio de 1905 Tamaulipas
50 Isauro Villarreal (suplente) 2dejunio de 1905 NuevoLeén
51 Miguel Melgarejo 13 dejulio de 1905 Estado de México
52 GustavoLara Gilegibleen el acta) Veracruz
53 Pedro Rodriguez 12deagostode 1905 Campeche
54 Manuel Lavalle Barret (suplente)  12deagostode 1905 Campeche
55 Simon Parra 17deagostode 1905 Tlaxcala
56 Ranulfo Pérez Montafio 26deagostode 1905 Tamaulipas
57 Cudberto Castellanos 22 deseptiembre de 1905 Chiapas
58 Adelaido G. Ontiz (suplente) 23 deseptiembre de 1905 Tehuantepec
1906 59 Ysauro Villarreal 16 dejulio de 1906 NuevoLeon
(fecha del acta)
60 Juan Chévez Gonzdlez 27deagostode 1906 Durango
61 José Marfa delaGarza (suplente) ~ 27 deagostode 1906 NuevoLeon
62 Carlos M. Gaxiola (interino) 27deagostode 1906 Sonora
63 M.Chavez Aparicio 27deagostode 1906 Oaxaca
64 Leopoldo Vicencio 15 de noviembre de 1906 Jalisco
1907 65 Agustin Moreno 22dejulio de 1907 (legibleen elacta)
66 Manuel Cervantes 22 dejuliode 1907 (legibleen el acta)
67 Miguel Liray Lira 09 de septiembrede 1907 Chihuahua
1905 68 Juan Pérez de Ledn 21 deabril de 1905 Distrito Federal
69 Adalberto Torres 02dejunio de 1908 Michoacin
70 Eliseo Arredondo 06 dejulio de 1908, Coahuila
(nuevo periodo)
71 Simén Pérez Nieto 25 dejulio de 1908 Guerrero
72 AndrésIduarte Oddeagostode 1908 Tabasco
73 Euscbio G, Castro (suplente) Oddeagostode 1908 Tabasco
74 Guillermo Cabrera (suplente) 04 deagostode 1908 Veracruz
75 RodolfoF. Villalpando Oddeagostode 1908 Zacatecas
(2do.suplente)
76 Andréslduarte 05deagostode 1908 Tabasco
77 Germén Gonzdlez I5deoctubrede 1908 Querétaro
78 Luis Martinez Gracida 16deoctubrede 1908 Jalisco

79

Roberto Otafez

21 de octubre de 1908

Estado de México
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Cuapro 1. Nombramientos de jueces de Distrito, 1900-1910 (concluye)

Aio_Niim. Juez Nombrado Dishito
1909 80 Manuel . Corzo l6demarzode 1909 Morelos
81 Manuel Villegas Barrios 19 de mayo de 1909 Tlaxcala
82 Luis M. Calderon 24demayode1909  Durango
8 AmulfoMiranda 26 de abril de 1909 Chihuahua
8 Onésimo Maldonado 26demayo 1909 Tehuantepec
85 Ruperto Zazueta 15 dejulio 1909 Morelos
86 Eduardo Preciat Castillo 29 dejulio de 1909 Campeche
87 LuisG. Martinez 2de septiembrede 1909 Sonora
85 Ausencio M. Cruz 27 deseptiembre 1909 Chiapas
89 Vicente . Trevifio 1 deoctubrede 1909 Coahuila
1910 90 Alberto Lombardo 14deenerode 1910 Baja California
91 Eduardo Padilla (suplente) 14deenerode 1910 Sinaloa
9 Ignacio Escoto I5demarzode 1910 Colima
93 Manuel Muguiro 18 dejunio de 1910 Durango
94 Francisco Canseco 17deoctubrede 1910 Oaxaca
95 Agustin Orozco 12de noviembre de 1910 Veracruz
96 Leopoldo Vicencio 15 de noviembre de 1910 Jalisco
97 Luis Villay Gordoa 20 de diciembrede 1910 Aguascalientes

Nora: dela lectura de las actas no fue posible identificar con claridad el nombre de los jueces re-
gistrados con los nt
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‘Cuapro 2. Nombramientos de magistrados de Distrito, 1907 -1914*

Ao Niinr Magishado

Nombrado

Distrito

1907
1909
1911

1914

7

Ricardo Cicero
Femando Noriega (suplente)
Agustin Moreno

Manuel P. Cervantes

José Diaz Lombardo (suplente)
Victoriano Pimentel (suplente)
(llegible en el acta)

08 dejulio de 1907
27 deseptiembre de 1909
17 dejulio de 1911
17 dejulio de 1911
20denoviembre de 1911
20denoviembre de 1911
23 dejuniode 1914

(llegible en el acta)
Primer Circuito
(llegible enel acta)
(llegible en el acta)
Primer Circuito
Primer Circuito
(legible en el acta)

entre 1900 y 1906,
Fuete (cuadros 1y 2):elaborados con base enlas Actas de la Suprema Corle de Justicia de 1900
1914, por Sergio Tonathiu Plata Ortiz, Juan Carlos Elizalde Herndndez, Carlos Ariel Lim Acosta,

Marco Palafox Schmid v Juan Luis Herndndez Maci

Enlos Libros de Actas de la Suprema Corte no aparece que se hubieran nombrado magistrados
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CuapRo 4. Salarios anuales de servidores piblicos eindicadores econdmicos, 1899-1911*
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Cuapro S Bis. Variacion porcentual de los salarios deserviaores puolicos en terminos reales, 19500 -1911
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M M4 82 18 175 82 -1051 165 168 12 2194
Magistrado de
tribunales de Circuito 44 82 18 43 s 0y 057 29 168 $46 -3 297
Juez de Distrito -laas 1892 183 43 7S 05 <057 2198 168 s46  -133 297
Magistrado del Tribunal
Superiordejusticiadel DF  -1444 1892 183 905 1755 -&2 057 2198 168 sd6  -133 97
SM4 82 s 02 -8 o057 BT 168 846
-84 1892 183 2 S8 o057 2198 168 846

Fore: elaborados por Sergio Tonathiu Pata Ortiz, con base en os Presupuestos de Fgresos de aFederacion 1889-1911 (aprabados ¢ iniciativas). Datos de inflacion: 1877-1949, Tabla de Indice
General de Precios al Mayoreo en la Ciudad de México, Estadisticas Historicas vici, L. 1, pp. 755 y 804. 1950 Ia fecha, Indice Nacional de Precios publicados por Banico transportados a
la base 2010 - 100,
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CuADRO 3. Salarios anuales de servidores piiblicos,* 1899-1911

1899-1900_1900-1901 19011902 19021903 19051904 19041905 19051906 _1906-1907_1907-1908 19081909 _1909-1910_1910-1911
PrsidentedelaRepiblica 500050 500050 500050 500050  S00050 500050 500050 0050 500050 500050 500050 500050
Diputado 3003 3003 3003 3003 3003 3003 30003 30H3  30M3  30M3  30M3 3013
Senador 3003 3003 3003 3003 3003 3003 30003 3013 30M3  30I3  30M3 30113
Secreariode Estado. 150015 15015 IS0L5 15015 150015 150015 150015 150015 IS0015 150015 150015 150015
Procurador general

dejustica 5005 SO0S  SO0S  SO0S  SOOS  SOS  SON0S 8000  S0%0  S0%0 8000 80300
Ministro 60006 60006 G006 G006 6006 60006 60006 6043 60M3  60M3 9150 91250
Magistado de

wbwalesdeCircuito 40004 40004 40004 4004 40004 4004 4525 4525 S50 5450 5450 54750
Juez deDistrito 40004 40004 40004 40004 4004 40004 4S5 4525 S0 450 54750 54750
Magisrado dl Tibunal

SuperiordejusicadelDF 40004 40004 40004 40004 4525 4525 4525 4525 5450 5450 540 54750
Juez de Pimera

Instanciadel DF 40004 40004 40004 40004 41975 4175 41975 41975 MO0 SHO0 5100 51100
Mozo 68 %14 %14 %14 50 %S0 S0 %50 480 480 480 4380

pesos corientes.

Fupi: elaborado por Sergio Tonathiu Plata Ortiz, con base en los presupuestos de egresos de la Federacion 1899-1911 (aprobados e iniciativas).
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‘Cuapro 5. Variacion porcentual de los salarios deservidores priblicos en términos nominales, 1900-1911

Enel perioa
1101 0011902 1021903 119041904105 19051906 10061007 13071908 19081900 1909910 19101011 _ 1900 911
Presidente de laRepiblica 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
0 0 0 0 0 0 036 0 0 0 0 036
0 0 0 0 0 0 036 0 0 0 0 036
de Estado 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
Procurador general
deusticia & 0 0 0 0 0 036 0 0 0 0 6058
Ministro 0 0 0 0 0 0 006 0 0 5198 0 5207
Magistrado de
tribunales de Cireuito 0 0 0 0 0 1405 0 20 0 0 0 386
Juez de Distrito 0 0 0 0 0 105 0 20 0 0 0 3686
Magistrado del Tribunal
Superior deJusticiadel DF 0 0 0 1405 0 0 0 2 0 0 0 3686
juez. de Primera
eeandadeiDF 0 0 0 493 0 0 0 27 0 0 0 2774
Mozo. 421 0 0 101 0 0 0 20 0 0 0 2632






